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1.- Introducción general.

La evolución del deporte de una actividad física organizada entorno al fenómeno federativo a un deporte que, en muchos ámbitos, se considera como una actividad organizada al margen de aquel y conforme a estructuras propias y profesional implica un conjunto de cambios en el panorama de agentes del deporte
. 

Es cierto, sin embargo, que durante mucho el fenómeno del profesionalismo en el deporte no se ha analizado suficientemente y que, en muchos casos,  la perspectiva de análisis se ha centrado en el debate sobre la relación laboral del deportista aunque a medida que aquella se ha consolidado definitivamente los análisis deben centrarse en aspectos diferentes del fenómeno de la transformación. 

En el presente trabajo se trata de afrontar la cuestión desde otra perspectiva, sin duda parcial, pero complementaria como el análisis en su conjunto: la forma que ,finalmente, se ha impuesto en la representación de los deportistas profesionales (de facto o de iure). Esta fórmula es la de  los  sindicatos de deportistas. 

Este examen presenta notables complejidades por su parcialidad, por su confusión conceptual y porque, obviamente, son solo una de las partes que confluyen en la definición del marco de relaciones laborales
  que, por otro lado, debería ser objeto de una reflexión más profunda y, sobre todo, de una reflexión que tuviese en cuenta sus especialidades frente al régimen laboral común. Es cierto, también, que de las dos partes que convergen en la misma, los sindicatos tienen una arraigo histórico más palpable y, probablemente, se trata de la única que se va generalizando aun en los ámbitos donde formalmente no existe una declaración de carácter común.

Se trata de una figura que utiliza el marco común del sindicato de trabajadores aunque con innegables particularidades en el ámbito de la gestión y de la plasmación concreta de su actuación. Sin animo de exhaustividad en la definición de éstas podemos adelantar  la primera en su propia conformación monopolística (porque en este ámbito no existen para una misma disciplina deportiva más de un sindicato) y la segunda su incrustación en la organización del deporte tanto en los aspectos puramente laborales que son inherentes a la condición de tales, en la organización deportiva en su conjunto y en la prestación de servicios de asesoramiento general sobre la actividad deportiva en cuestión.

No cabe negar que estamos ante una figura ciertamente curiosa por sus competencias, funciones y por la forma en la que paulatinamente se han ido introduciendo en el deporte hasta concluir, por el momento, con la creación de la mutualidad de deportistas gestionada por los mismos como fórmula de protección social complementaria y de ahorro de carácter específico que trata de subvenir las necesidades de un colectivo cuya prestación laboral es ciertamente diferente a la del resto de trabajadores por muy variadas razones entre las que se encuentran la intensidad en el tiempo de la misma (se desarrolla en muy pocos años de la vida laboral, normalmente, una cifra entre 10 a 15 años), la acumulación de ingresos, que en el mejor de los casos, se produce en ese momento prestacional y la necesidad de reorientación laboral en edades ciertamente prontas en el conjunto de la relación laboral clásica.

Antes de cualquier otra consideración y desde una perspectiva más sociológica que jurídica podemos indicar que el modelo sindical del deporte se caracteriza por la no introducción de los sindicatos convencionalmente denominados como “ de clase” sino por la constitución de entidades (curiosamente muy a menudo denominadas asociaciones de deportistas) que agrupan unitariamente a los deportistas de una misma disciplina deportiva. Sin embargo esto no ha implicado en la práctica una alejamiento de la problemática de los trabajadores en su conjunto y no han sido infrecuentes fenómenos de mutuo reconocimiento y solidaridad con las acciones recíprocas realizadas en ambos ámbitos.

Una vez apuntado el marco conceptual en el que se desarrolla la actividad de los representantes de los deportistas profesionales nos corresponde, en este momento, examinar el marco de referencia en el que hemos ubicado aquella forma de representación.

2.- Un breve apunte sobre la organización sindical en España para determinar las diferencias con el modelo deportivo.

Es la Constitución Española de 1978 la que se refiere, por un lado, a los sindicatos en cuanto estructura de representación en el artículo 7 al indicar que “...los sindicatos de los trabajadores y a las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los interés económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deben ser democráticos...
” y, por otro, en el artículo 28  de la CE cuando se refiere al contenido del derecho a la sindicación
 indicando, ya en el plano sustantivo, que “ todos tienen derecho a sindicarse libremente...la libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato...”.

La jurisprudencia constitucional ha señalado, no obstante, los límites de la interpretación auténtica en esta materia que puede resumirse desde la doctrina del Tribunal Constitucional plasmada en la (RTC 2003\164) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 164/2003 (Sala Primera), de 29 septiembre que resuelve el Recurso de Amparo núm. 3331/1999 e indica que <<...Y, más concretamente, es de indicar que, como afirmamos en las SSTC 210/1994, de 11 de julio (RTC 1994\210), F. 3, y 203/2002, de 28 de octubre (RTC 2002\203), F. 2, los sindicatos desempeñan, tanto por el reconocimiento expreso de la Constitución (RCL 1978\2836) (arts. 7 y 28) como por obra de los tratados internacionales suscritos por España en la materia (por todos, Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales [RCL 1977\893], art. 8, o art. 5, parte II, Carta social europea [RCL 1980\1436, 1821]), una función genérica de representación y defensa de los intereses de los trabajadores que, como ya ha sostenido la doctrina de este Tribunal, no descansa sólo en el vínculo de la afiliación, sino en la propia naturaleza sindical del grupo. La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva constitucional, “no es únicamente la de representar a sus miembros, a través de los esquemas del apoderamiento y de la representación del Derecho privado. Cuando la Constitución y la Ley los invisten con la función de defender los intereses de los trabajadores, les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aun perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores ‘ut singulus’, sean de necesario ejercicio colectivo” (STC 70/1982, de 29 de noviembre [RTC 1982\70], F. 3). Por esta razón, es posible reconocer, en principio, legitimado al sindicato para accionar «en cualquier proceso en que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores»...>>

En desarrollo de esta regulación constitucional se dicta  la Ley Orgánica de libertad Sindical (LO 11/1985, de 2 de agosto) de la que podemos sintetizar su contenido, a los efectos de este análisis y ,desde una perspectiva individual, – derechos que incluye la libertad sindical en el plano personal – y los que se refieren al sindicato como organización.

Con este metodología podemos efectuar la siguiente delimitación de las facultades-

A)
En el plano individual.

Podemos centrarnos, en primer lugar, en la determinación subjetiva del derecho a la sindicación y, posteriormente, de los derechos que la LO confiere como inherentes a la  libertad sindical.

a) Determinación subjetiva:

Con ánimo de síntesis podemos referirnos a las siguientes:

- Todos los trabajadores tienen derecho a sindicarse libremente para la promoción y defensa de sus intereses económicos y sociales.(art. 1º).

- Los trabajadores por cuenta propia que no tengan trabajadores a su servicio, los trabajadores en paro y los que hayan cesado en su actividad laboral como consecuencia de su incapacidad o jubilación podrán afiliarse a organizaciones sindicales ya constituidas, pero no fundar sindicatos que tengan como finalidad la defensa de sus intereses singulares. 

b) Derechos que incluye.

Están contemplados en el artículo 2º de la LO y comprende:

a) El derecho a fundar sindicatos sin autorización previa, así como el derecho a suspenderlos o a extinguirlos, por procedimientos democráticos.

b) El derecho del trabajador a afiliarse al sindicato de su elección con la sola condición de observar los estatutos del mismo o a separarse del que estuviese afiliado, no pudiendo nadie ser obligado a afiliarse a un sindicato.

c) El derecho de los afiliados a elegir libremente a sus representantes dentro de cada sindicato.

d) El derecho a la actividad sindical.

2. Las organizaciones sindicales en el ejercicio de la libertad sindical, tienen derecho a:

a) Redactar sus estatutos y reglamento, organizar su administración interna y sus actividades y formular su programa de acción.

b) Constituir federaciones, confederaciones y organizaciones internacionales, así como afiliarse a ellas y retirarse de las mismas.

c) No ser suspendidas ni disueltas sino mediante resolución firme de la Autoridad Judicial, fundada en incumplimiento grave de las Leyes.

d) El ejercicio de la actividad sindical en la empresa o fuera de ella, que comprenderá, en todo caso, el derecho a la negociación colectiva, al ejercicio del derecho de huelga, al planteamiento de conflictos individuales y colectivos y a la presentación de candidaturas para la elección de Comités de Empresa y Delegados de Personal, y de los correspondientes órganos de las Administraciones públicas, en los términos previstos en las normas correspondientes.

B)
En el plano organizativo.

Al margen de lo que acaba de indicarse y que se proyecta, esencialmente, sobre el plano personal podemos efectuar ahora una breve referencia a los aspectos organizativos del sindicato especialmente porque, como más adelante se indicará, incide en la capacidad negocial y en el producto más significativo de la misma como es el convenio colectivo.

Su régimen jurídico podemos identificarlo con los siguientes aspectos:

- Los sindicatos obtienen su reconocimiento y su personalidad con el depósito de sus estatutos
 y el Acta de constitución en la oficina pública establecida al efecto. 
- Los Estatutos se presentan en la Oficina Pública de Depósito de Estatutos dependiente de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales si el ámbito territorial del sindicato es Estatal o Supracomunitario o en las correspondientes oficinas de la Comunidad Autónoma y en las Direcciones del Área de Trabajo y Asuntos Sociales de las Ciudades de Ceuta y Melilla. 

Una vez depositados los estatutos en las unidades correspondientes, éstas deben proceder a dar  publicidad de los mismos en su tablón de anuncios y en el “Boletín Oficial” correspondiente. 

- Transcurridos 20 días hábiles desde el depósito de los estatutos, el sindicato adquiere personalidad jurídica y plena capacidad de obrar. 

Este esquema general se completa con una cierta diferencia de estatus en función de la representatividad. Se refiere al tema el artículo 6 de la LO cuando señala que “ la mayor representativas sindical reconocida a determinados sindicatos les confiere una singular posición jurídica a efectos tanto de participación institucional como de acción sindical...”. Al tema y a la propia existencia de la figura de los sindicatos más representativos se refiere la jurisprudencia del Tribunal constitucional cuando señala que en la ( RTC 1995\188) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 188/1995 (Sala Segunda), de 18 diciembre que resuelve el Recurso de Amparo núm. 1357/1993 e indica que <<...El criterio de la mayor representatividad ha sido aceptado y declarado ajustado a la Constitución por este Tribunal en reiteradas ocasiones pues, entre otras razones, arranca de un dato objetivo que es la voluntad de los trabajadores expresada en las elecciones a órganos de representación de trabajadores y funcionarios (por todas, SSTC 98/1985 [RTC 1985\98], y las allí citadas, 84/1989, 7/1990, 32/1990 [RTC 1990\7 y RTC 1990\32], 75/1992, 183/1992 [RTC 1992\75 y RTC 1992\183], 164/1993, 263/1994 y 67/1995). En consecuencia, el problema es de límites, y, según reiterada doctrina de este Tribunal, tales límites pueden venir, principalmente, del juego de los artículos 14 y 28.1 CE, conjuntamente o por separado (STC 263/1994).

Desde la perspectiva del artículo 28.1 CE no sería constitucionalmente admisible una norma que, reconociendo la atribución exclusiva de algunas prerrogativas o medios de acción a ciertos sindicatos, privase a otros de esos medios de acción, si fuesen inexcusablemente necesarios para que la organización sindical pueda realizar las funciones que le son propias, porque ello equivaldría a negar la función institucional de estos grupos, reconocida por el artículo 7 CE

Esta categoría tiene, en la propia LO, una delimitación por razón de su propia audiencia que podemos identificar en la siguiente forma según su ámbito territorial:

- A nivel estatal

Los que acrediten el 10 por 100 o más del total de delegados de personal, de los miembros de los comités de empresa y de los correspondientes órganos de las administraciones públicas. 

Los delegados de personal y los miembros del Comité de Empresa con mandato prorrogado no se computarán a efectos de determinar la capacidad representativa. 

Los sindicatos o entes sindicales, afiliados, federados o confederados a una organización sindical de ámbito estatal, que ostente la consideración de más representativa de acuerdo con los términos señalados en el punto anterior. 

- A nivel de Comunidad Autónoma

Los sindicatos que en dicho ámbito acrediten, al menos, el 15 por 100 de los delegados de personal, de los representantes de los trabajadores en los comités de empresa y en los órganos correspondientes de las administraciones públicas, siempre que cuenten con un mínimo de 1.500 representantes y no estén federados o confederados con organizaciones sindicales de ámbito estatal. 

Los delegados de personal y los miembros del Comité de Empresa con mandato prorrogado no se computarán a efectos de determinar la capacidad representativa. 

Los sindicatos o entes sindicales afiliados, federados o confederados a una organización sindical de ámbito de Comunidad Autónoma, que tenga la condición de más representativa de acuerdo con los términos señalados en el punto anterior. 

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 6 de la LO las organizaciones que tengan la consideración de sindicatos más representativos a nivel estatal o de Comunidad Autónoma, gozarán de capacidad representativa en su correspondiente ámbito para:

- Ostentar representación institucional ante las administraciones públicas u otras entidades públicas. 

Negociación colectiva en los términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores. 

- Participar como interlocutores en la determinación de las condiciones de trabajo en las administraciones públicas. 

- Participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos de trabajo. 

- Promover elecciones de representantes de los trabajadores. 

- Participar en la planificación, programación, organización y control de la gestión relacionada con la mejora de las condiciones de trabajo y la protección de la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo, con las Administraciones públicas competentes. 

- Obtener cesiones temporales del uso de inmuebles patrimoniales públicos.

En suma lo que se trata de establecer es un marco personal y general ,como recuerda la Sentencia Tribunal Constitucional núm. 208/1993 (Sala Primera), de 28 junio, en la que se resuelve el Recurso de Amparo núm. 232/1990 y se indica que <<...El reconocimiento de la libertad sindical, y de la función del sindicato de contribuir a la defensa y promoción de los intereses de los trabajadores, le atribuye consiguientemente el ejercicio de aquellos derechos necesarios para el cumplimiento de tal función, como manifestación ineludible de la libertad sindical, de forma que el impedimento o la obstaculización a tal ejercicio puede constituir vulneración del art. 28.1 CE [STC 118/1983 (RTC 1983\118)...>>.

C)
La participación sindical en la empresa.

Se refiere a esta cuestión el artículo 8 de la LO
de 1985  que señala que <<...1. Los trabajadores afiliados a un sindicato podrán, en el ámbito de la empresa o centro de trabajo:

a) Constituir Secciones Sindicales de conformidad con lo establecido en los Estatutos del Sindicato.

b) Celebrar reuniones, previa notificación al empresario, recaudar cuotas y distribuir información sindical, fuera de las horas de trabajo y sin perturbar la actividad normal de la empresa.

c) Recibir la información que le remita su sindicato.

2. Sin perjuicio de lo que se establezca mediante convenio colectivo, las Secciones Sindicales de los sindicatos más representativos y de los que tengan representación en los comités de empresa y en los órganos de representación que se establezcan en las Administraciones públicas o cuenten con delegados de personal, tendrán los siguientes derechos:

a) Con la finalidad de facilitar la difusión de aquellos avisos que puedan interesar a los afiliados al sindicato y a los trabajadores en general, la empresa pondrá a su disposición un tablón de anuncios que deberá situarse en el centro de trabajo y en lugar donde se garantice un adecuado acceso al mismo de los trabajadores.

b) A la negociación colectiva, en los términos establecidos en su legislación específica.

c) A la utilización de un local adecuado en el que puedan desarrollar sus actividades en aquellas empresas o centros de trabajo con más de 250 trabajadores...>>

El derecho a la participación de los trabajadores en la empresa tiende a articularse a través de los delegados de personal y comités de empresa, sin perjuicio de otras formas de participación.

Constituyen la representación de los trabajadores en la empresa o centro de trabajo que tengan menos de 50 y más de 10 trabajadores. Igualmente podrá haber un delegado de personal en aquellas empresas o centros que cuenten entre seis y diez trabajadores, si así lo decidieran éstos por mayoría. 

Los delegados de personal podrán ser: hasta 30 trabajadores, uno; de 31 a 49 trabajadores, tres. 

Por su parte los comités de empresa son los órganos representativos de carácter colegiado del conjunto de los trabajadores de la empresa o centro de trabajo, constituyéndose en cada centro de trabajo cuyo censo sea de 50 o más trabajadores. 

Su régimen es el siguiente.

* En empresas que tengan en la misma provincia o en municipios limítrofes dos o más centros de trabajo cuyos censos no alcancen los 50 trabajadores, pero en su conjunto lo sumen, se constituirá un comité de empresa conjunto. Cuando unos centros tengan 50 trabajadores y otros de la misma provincia no, en los primeros se constituirán comités de empresa propios y con todos los segundos se constituirá otro. 

* Número de componentes del comité de empresa en función al número de trabajadores: 
De 50 a 100 trabajadores: 5
De 101 a 250 trabajadores: 9
De 251 a 500 trabajadores: 13
De 501 a 750 trabajadores: 17
De 751 a 1.000 trabajadores: 21
De 1.000 en adelante, 2 por cada mil o fracción con un máximo de 75. 

Los comités de empresa o centro de trabajo elegirán de entre sus miembros un presidente y un secretario del comité y elaborarán su propio reglamento de procedimiento, remitiendo copia del mismo a la Autoridad Laboral, a efectos de registro, y a la empresa. 

Podrá pactarse en convenio colectivo la constitución y funcionamiento de un comité intercentros, con un máximo de 13 miembros que tendrán las funciones que se prevean en el convenio colectivo que acuerde su creación. 
La configuración legal que acaba de indicarse se proyecta en la jurisprudencia que trata de resumir las características centrales del derecho que acaba de indicarse. Como muestra de esta doctrina puede verse la doctrina de la (RJ 1999\9727) Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 10 diciembre 1999 que resuelve el Recurso de Casación núm. 1188/1999 en la que se señala que <<...Esta Ley Orgánica, desarrolla el artículo 28 de la Constitución (RCL 1978\2836 y ApNDL 2875) que reconoce como uno de los derechos fundamentales de los españoles el de sindicarse libremente con el fin de actuar en tutela y defensa de sus intereses, por cuanto de conformidad con su artículo 7, los sindicatos contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que le son propios.

La Ley Reguladora de la Libertad Sindical delimita al Sindicato en un doble ámbito subjetivo y objetivo, pues así se desprende del contenido de su Título Primero, que lo regula bajo el epígrafe «De la libertad sindical».

Efectivamente, en ese primer aspecto el artículo primero indica que «A los efectos de esta Ley, se considerarán trabajadores tanto aquellos que sean sujetos de una relación laboral, como aquellos que lo sean de una relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de las Administraciones Públicas» y posteriormente excluye a los trabajadores por cuenta ajena y a los que por jubilación o desempleo hubieran cesado en la actividad laboral, lo que no impide, como decía la Sentencia del Tribunal Constitucional 98/1985 (RTC 1985\98), comentando el proyecto de dicha Ley, y ,específicamente, el indicado artículo 3, «que constituyan asociaciones al amparo de su legislación específica» que precisamente es la constituida por los preceptos no derogados de la Ley 19/1977 del 1 de abril, y del RD 873/1977 (RCL 1977\877 y ApNDL 13088) que la desarrolla, ya que la disposición derogatoria de la Ley Orgánica de Libertad Sindical derogaba dichas normas en todo y cuanto se oponía a la misma, permaneciendo vigente la regulación que contiene referida a las asociaciones profesionales y en particular a las empresariales cuya libertad de sindicación se reconoce a los efectos de lo dispuesto en el art. 28.1 de la Constitución y de los Convenios Internacionales suscritos por España.

El contenido del segundo ámbito de delimitación del sindicato, anteriormente mencionado, es decir el objetivo, lo fija la Ley en su artículo 2 y se concreta en la libre sindicación de los trabajadores y en la libertad sindical de las organizaciones sindicales o sindicatos de los trabajadores, como dice su exposición de motivos...>>.

Desde esta perspectiva y con el breve resumen que acabamos de indicar podemos indicar que la regulación de la libertad sindical tiene un componente personal pero un ejercicio básicamente colectivo en el que el sindicato opera como elemento central y que el ejercicio de la actividad sindical se caracteriza por el reconocimiento del derecho a la negociación colectiva.

La articulación de la actividad sindical tiende a proyectarse sobre la empresa por medio de los delegados sindicales y de los comités de empresa. No obstante esta tendencia es lo cierto que la jurisprudencia viene reconociendo el propio papel de la organización sindical en la autoorganización y en la plasmación de su propio modelo sindical. El alcance de esta capacidad la analizamos seguidamente.

Una vez analizados, brevemente, el régimen jurídico de constitución y organización de los sindicatos en el marco de la LO 1985 nos corresponde, en este momento, centrarnos en el análisis diferencial con la forma de participación que se ha implantado en el ámbito del deporte.

3.- Los sindicatos de deportistas en España.

A) Consideraciones generales

En  sintonía con lo indicado nos corresponde, en este momento,  descender en el plano y analizar la plasmación en el ámbito del deporte que, como se señalaba al comienzo, presenta algunos elementos de identidad con el sistema general (el esquema jurídico utilizado) y algunas peculiaridades de orden sociológico y organizativo, frente a aquel. 

Antes de cualquier otra consideración es necesario indicar que, como recordó la (RJ 1999\9727) Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 10 diciembre 1999 al resolver el Recurso de Casación núm. 1188/1999 existe una clara diferencia en las competencias y en el esquema jurídico de desenvolvimiento del mismo entre los sindicatos y las asociaciones profesionales . Al respecto indica que <<...Como señala la Sentencia de esta Sala del 23 de julio de 1999 (RJ 1999\6843), recurso 5038/1988 resolviendo un litigio habido entre las mismas partes, «la asociación profesional como la aquí demandada en la que se integra el accionante, no aparece expresa ni implícitamente en la relación competencial del artículo 2 de la Ley de Procedimiento Laboral» pues la cuestión debatida no puede incardinarse en ninguno de sus apartados g), h), k), l), y m) que se invocaron como infringidos. Al tratarse de una asociación profesional, como señala el Ministerio Fiscal en su informe, «esta jurisdicción únicamente conoce de las cuestiones que se susciten sobre la impugnación de sus estatutos y sus modificaciones, pero no las que se susciten en su funcionamiento interno con sus afiliados». 

Esta precisión resulta especialmente útil en un supuesto como el presente en razón a que la denominación de los sindicatos en el deporte puede producir algún tipo de confusión conceptual por la terminología utilizada para denominarlos que, en gran parte, es consecuencia de la historia – nacen, en algunos casos, como asociaciones y se transforman posteriormente en sindicatos- y de un cierto planteamiento timorato en origen que consideraba que de esta forma (con la configuración asociativa) se dulcificaba el efecto sindical en un ámbito de actuación (conviene recordarlo) en el que durante mucho tiempo han existido fuertes restricciones para la formalización del conflicto individual ante los órganos jurisdiccionales y en el que, aun hoy, muchas reglamentaciones internacionales se mantienen en esta tesis pretextando que el deporte debe tener sus propias reglas en todos los ámbitos y que las mismas deben alcanzar, incluso, a los órganos de revisión de los actos dictados en materia deportiva o laboral vinculada a la misma.

No obstante podemos indicar que ambos planteamientos están claramente superados en el momento presente. La relación laboral no es discutida(en el plano teórico), la capacidad de resolver los conflictos de la misma en el ámbito jurisdiccional, tampoco es impugnada (aunque las declaraciones de los dirigentes deportivos aboguen siempre por sistemas privados no jurisdiccionales) y la de dotarse de órganos y formas de representación laboral no es, igualmente, discutida aunque probablemente sea vista con más prevención y menos normalidad que en el resto de actividades laborales.

Con este esquema previo podemos indicar que los sindicatos de deportistas, actualmente, reconocidos en España son los siguientes: - Asociación de Futbolistas Españoles (AFE);- Asociación de Baloncestistas Profesionales. Su constitución se produce el   22 de julio de 1986 
; - Asociación de Jugadores de Balonmano. El acta de constitución de la Asociación de Jugadores de  Balonmano  tiene fecha de  fecha 26 de febrero de 1990. Los estatutos fueron depositados en el Dirección General de Trabajo con fecha 2 de marzo de 1990; - Asociación de Ciclistas Profesionales;- 
 Depósito del Acta de Constitución y de los Estatutos (Depósito 1.210): 15 de febrero de 1978; - Asociación de Jugadores de Fútbol-sala.

Más allá de las peculiaridades de cada uno de los sindicatos indicados podemos intentar ahora el señalamiento de algunos de los elementos característicos de condición común a todos ellos. 

Pero antes de efectuar  esta referencia concreta debemos recordar, en el ámbito general referido a la función y operatividad de los sindicatos que el Tribunal Constitucional viene recordando que los mismos realizan una doble función: la estrictamente laboral – en la articulación de la relación colectiva y la vigilancia de la relación individual-  y la de representación de los intereses generales y económicos en el marco de una sociedad plural que necesita elementos de participación y contraste  De facto es perfectamente posible que la labor en que se traducen ambas facetas se de concurrentemente y por medio de estructuras y organizaciones perfectamente diferenciadas. El desequilibrio entre ambas facetas no altera la propia consideración sindical. Esta doctrina puede encontrarse en la (RTC 1994\210) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 210/1994 (Sala Primera), de 11 julio que al resolver el recurso de  Amparo núm. 2366/1993 indicó que <<...Planteada así la cuestión, se hace preciso recordar que, en efecto, los sindicatos desempeñan, tanto por el reconocimiento expreso de la Constitución (arts. 7 y 28) como por obra de los tratados internacionales suscritos por España en la materia [por todos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (RCL 1977\894 y ApNDL 3631), art. 8 o art. 5, parte II Carta Social Europea (RCL 1980\1436, 1821 y ApNDL 3008)], una función genérica de representación y defensa de los intereses de los trabajadores que, como ya ha sostenido la doctrina de este Tribunal, no descansa sólo en el vínculo de la afiliación, sino en la propia naturaleza sindical del grupo. La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva constitucional «no es únicamente la de representar a sus miembros, a través de los esquemas del apoderamiento y de la representación del Derecho privado. Cuando la Constitución y la Ley las invisten con la función de defender los intereses de los trabajadores, les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aun perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo» [STC 70/1982 (RTC 1982\70), fundamento jurídico 3.º], en virtud de una función de representación que el sindicato ostenta por sí mismo, sin que deba condicionar necesariamente su actividad a la relación de pretendido apoderamiento ínsita en el acto de afiliación, que discurre en un plano diverso del de la acción propiamente colectiva [SSTC 70/1982 cit, 37/1983 (RTC 1983\37), 59/1983 (RTC 1983\59), 187/1987 (RTC 1987\187) ó 217/1991 (RTC 1991\217), entre otras].Por esta razón, es posible reconocer en principio legitimado al sindicato para accionar en cualquier proceso en que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores...>>. 

Esta configuración constitucional es especialmente válida para un ámbito como el que aquí se analiza en el que va a resultar especialmente perceptible el efecto disgregado de la función sindical entre la puramente laboral y la que les corresponde en el marco de la delimitación del marco de la actividad en cuestión mediante la participación en las instituciones y organizaciones a las que legalmente corresponde la configuración del sector.

Con esta precisión de alcance general y centrándonos en un intento de sistematización de las características esenciales de la actividad sindical en el ámbito del deporte podemos establecer las siguientes referencias:

· Con carácter general no existe acción sindical en la empresa que responda al prototipo tradicional de organización que anteriormente se ha analizado.

Podemos indicar que las relaciones entre el sindicato y los trabajadores profesionales que forman parte de los equipos del mismo orden no se articula mediante secciones sindicales sino que se articula de una forma directa o por representantes no formalizados en términos de derecho laboral.
 La acción en la empresa tiene así una caracterización no formalizada y, en todo caso, con mecanismos diferentes a los que con, carácter general, se manifiesta la actividad sindical.

Realmente nada cabe señalar sobre este extremos porque la Jurisprudencia constitucional ha sido muy abierta y falta de rigidez con relación a las formas organizativas de los sindicatos.

Así lo señala la (RTC 1993\292)Sentencia Tribunal Constitucional núm. 292/1993 (Sala Segunda), de 18 octubre al resolver el Recurso de Amparo núm. 2410/1990 cuando señala que <<...En cuanto órgano del sindicato, la creación de las secciones sindicales no es un derecho de los trabajadores en general, sino tan sólo de los afiliados al sindicato, que, siendo empleados de la empresa, deciden crearla sin intervención de los órganos directivos del sindicato extraños a la unidad productora - art. 8.1 a) de la LOLS-; la base natural de la sección sindical es, por consiguiente, el centro de trabajo, que se organiza según el principio democrático propio de las organizaciones representativas y que, con específica referencia a las asociaciones de trabajadores, establece el Art. 7 de la Constitución.

Esta capacidad de creación de secciones sindicales es configurada en la LOLS como facultad que se ejerce, con independencia de cualquier índice de representatividad o implantación que tenga el sindicato al que pertenecen y sin sujeción a formalidades legalmente preestablecidas, debiendo únicamente observar lo que en tal materia dispongan los Estatutos del propio sindicato, que es el único a quien, dentro de su marco estatutario, corresponde comprobar el cumplimiento de esas formalidades. Tampoco la comunicación del acto constitutivo de la sección sindical está sujeta a forma que no venga establecida en los Estatutos y su puesta en conocimiento del empresario solamente es necesaria en la medida en que se precise para desarrollar la acción sindical dentro de la empresa.

Debe destacarse, en este sentido, que la esta misma jurisprudencia viene resaltando la existencia de una doble función en el sindicato: la estrictamente laboral, centrada en la empresa o en la actividad sectorial en cuestión, y la de representación de los intereses generales que pueden afectar a los trabajadores...>>.

Más en concreto, y en referencia a la propia figura de los delegados de personal señala en la (RTC 1995\188) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 188/1995 (Sala Segunda), de 18 diciembre que resuelve el Recurso de Amparo núm. 1357/1993 que <<...El Delegado sindical de la LOLS no es una figura impuesta por la Constitución ni se incluye en el contenido esencial del derecho de libertad sindical, que continúa siendo recognoscible aunque no todos los sindicatos ostenten el derecho a estar representados por Delegados sindicales en los términos de la LOLS (STC 173/1992). Se trata, en consecuencia, de un derecho de origen legal cuya configuración y límites corresponde determinar al legislador o, en su caso, a la negociación colectiva (SSTC 127/1989 y 164/1993), como permite expresamente el artículo 10.2 LOLS, correspondiéndonos aquí únicamente valorar la regulación convencional (aceptada sin reproche por el TSJ) desde la perspectiva de los derechos fundamentales en juego. Y cabe constatar que, partiendo de que el artículo 10.2 LOLS crea mínimos de Derecho necesario la Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha admitido un papel modulador de tales mínimos no estrechamente ceñido a la simple mejora (por todas, Sentencias del TS 22 de junio de 1992 [RJ 1992\4607], 13 de julio y 8 de noviembre de 1994 [RJ 1994\7049 y RJ 1994\9066], y 18 de enero de 1995 [RJ 1995\357]).

Es, cierto, sin embargo que siendo admisible la formulación organizativa propuesta lo que no cabe negar es que esta opción tiene claras consecuencia en orden a las funciones que corresponde realizar y sobre todo el producto final y organizativo de las competencias que pueden realizar. Al analizar la cuestión relativa a la negociación colectiva se podrá concretar esta afirmación inicial.

No obstante estas consecuencias que operan en relación con el “tipo de producto final” no lo hacen en la capacidad final de legitimación para las relaciones sociales. Así lo indica la (RJ 2000\2246) Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 28 febrero 2000 al resolver el Recurso de Casación núm. 2040/1999 en cuanto indica que <<...Por ello, en principio, la negociación directa por el sindicato o indirecta a través de sus secciones es un problema de régimen interno o, como en este caso, de oportunidad, pues no sería lógico que tuvieran que ejercitar el derecho dieciséis secciones y no el sindicato...>>

· No perciben subvenciones públicas  de ningún tipo ni siquiera por participar en órganos colegiados de la AGE.

No es el momento de efectuar un desglose sobre la actividad subvencional que los Poderes Públicos realizan a los sindicatos en razón al interés social de su actividad. Se trata de una práctica generaliza que encuentra su justificación en el papel que los mismos están llamados a desempeñar y que al igual que en otros supuestos representativos (partidos políticos) determinan la iniciativa pública de fomento que implica la percepción, en las condiciones que se determinen, de subvenciones públicas.

Es más, la existencia de esta práctica ha sido incluso cuestionada en términos constitucionales. Es conocida la jurisprudencia constitucional conforme a la cual la existencia de una actividad subvencional por parte de los Poderes Públicos en el ámbito sindical no implica una afección del principio de libertad sindical. Se refiere al tema la (RTC 1992\75)  Sentencia Tribunal Constitucional núm. 75/1992 (Pleno), de 14 mayo al resolver el Recurso de Inconstitucionalidad núm. 440/1986 cuando señala que  <<...Es en este contexto como debe entenderse la jurisprudencia de este Tribunal que admite la posibilidad estatal de subvencionar económicamente a sindicatos, o incluso cederles el uso de locales públicos, sosteniendo que la cesión de estos locales «no puede considerarse atentatoria a la libertad sindical, desde el momento en que el carácter incondicionado de la atribución no supone injerencia alguna de la Administración en la necesaria libertad para el planteamiento y desarrollo de sus actividades» (STC 99/1983, fundamento jurídico 2.º). La licitud de la medida derivada, pues, de que tiene un significado eminentemente promocional del hecho sindical, sin pretender entorpecer la acción de los sindicatos o someterlos a las directrices estatales.

Pues bien en el ámbito del deporte no existe una actividad subvencional por parte de los Poderes Públicos de forma que la actividad que realizan los sindicatos se financia, exclusivamente, por las contribuciones que los propios afiliados realizan a la organización sindical en cuestión.

Hecha esta afirmación general e incontrovertible en términos jurídicos por lo que se refiere a los Poderes Públicos y a la Administración, en general, exige, sin embargo, alguna matización. En efecto, se ha convertido en una costumbre – ya generalizada- la de otorgar un partido o una prueba de las selecciones nacionales a beneficio del sindicato.

Desde esta perspectiva y tiendo en cuenta que la gestión de las selecciones nacionales procede de la configuración y el reconocimiento de la condición exclusiva que le confieren a las Federaciones las normas internacionales y nacionales puede decirse que se trata, realmente, de una forma de financiación o de colaboración en el mantenimiento económico de este tipo de instituciones. Es lo cierto, sin embargo, (y la historia reciente así lo ha demostrado) que dicha concesión no tiene ningún grado de formalización jurídica y que, por tanto, tiene un alto grado de aleatoriedad que merma profundamente su configuración jurídica como una forma de financiación reglada. 

· No están incluidos en los planes de formación continúa.

Antes de formular esta conclusión debemos examinar, brevemente, el instrumento al que nos referimos.

a) Consideraciones generales sobre la formación profesional continúa.

Desde el año 1993, la formación y el reciclaje profesional de los trabajadores ocupados se viene regulando a través de los Acuerdos Nacionales de Formación Continua, suscritos entre las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, y entre éstas y el Gobierno. 

Hasta la fecha se han firmado tres Acuerdos de Formación Continua: Acuerdo de diciembre del año 1992 (RCL 1993\840), Acuerdo de diciembre del año 1996 (RCL 1997\236, 865, 1431) y Acuerdo de diciembre del año 2000 (RCL 2001\495), que han dado lugar a un sistema de formación continua que ha permitido, por una parte, dotar al sistema de unos recursos financieros para las empresas y sus trabajadores y, por otra, desarrollar un modelo de gestión basado en la concertación social y en el desarrollo de instituciones paritarias sectoriales y territoriales, que han contribuido a mejorar las relaciones de los agentes sociales entre sí y de éstos con el Gobierno.

Es cierto que este esquema, operativo desde 1983, ha sido afectado en el marco constitucional de competencias por la doctrina constitucional sobre la ejecución laboral y de la normativa dictada en aplicación de la misma y que podemos resumir en las siguientes:

a) Las Sentencias del Tribunal Constitucional, de 25 de abril (RTC 2002\95) y 17 de octubre del año 2002 (RTC 2002\190), requieren la revisión del modelo de formación continua dentro del marco constitucional señalado en los fundamentos jurídicos de aquéllas, que inscriben la regulación de esta materia en el ámbito de la legislación laboral, competencia exclusiva del Estado, al tiempo que delimitan los supuestos en los que la gestión o ejecución de las acciones formativas correspondería al Estado o a las Comunidades Autónomas.

b) La promulgación de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio (RCL 2002\1550), de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, constituye, sin duda, un hito importante en la ordenación de la totalidad del sistema de formación profesional. El establecimiento de un catálogo nacional de cualificaciones profesionales, asociado a una formación modular, y de un sistema de reconocimiento y evaluación de la experiencia profesional, obliga a prever mecanismos mediante los que la formación continua se vaya progresivamente adaptando. Asimismo, el subsistema de formación continua debe fundamentarse en el concepto integral de formación profesional y en el marco de la colaboración de los agentes sociales, de las empresas y de otras entidades a que se refiere la citada Ley.

c) Finalmente el (RCL 2003\2247) Real Decreto 1046/2003, de 1 agosto que regula el subsistema de formación profesional continua y que <<…tiene por objeto regular las distintas iniciativas de formación que constituyen el subsistema de formación continua, el régimen de funcionamiento y su financiación, así como la estructura organizativa y de participación del subsistema...>>.

El artículo 2º del Real Decreto mencionado  define el objeto  de la formación continúa indicando que la misma <<...1. La formación profesional continua, regulada en este Real Decreto, tiene como finalidad proporcionar a los trabajadores ocupados la formación que puedan necesitar a lo largo de su vida laboral, con el fin de que obtengan los conocimientos y prácticas adecuados a los requerimientos que en cada momento precisen las empresas, y permita compatibilizar su mayor competitividad con la mejora de la capacitación profesional y promoción individual del trabajador...>>
b) La aplicabilidad del esquema de la formación continua al deporte profesional.

El apartado al que nos referimos parte de la indicación de un hecho: los deportistas profesionales no han tenido acceso a los fondos de formación continúa pese a que, por su condición de cotizantes al régimen de seguridad social, tienen pleno encuadre en el ámbito subjetivo potencial del mismo.

Es cierto, sin embargo, que la definición que acaba de realizarse de los objetivos esenciales de este subsistema tienen un difícil encaje. Realmente la formación profesional del deportista de cara al futuro no pasa por la mejora de sus actuales capacidades deportivas sino que deberían transmutarse en habilidades potenciales para la subsistencia profesional futura. Esta definición no está, específicamente, contemplada en la definición indicada y esto es lo que justifica que no se haya acercado al deportistas a este ámbito de formación profesional.

Realmente estamos ante un sector muy necesitado de formación profesional pero de una formación que piense en el trabajador en su consideración general y global durante el conjunto de su vida laboral. Se trata de una opción diferente en la que lo que se busca es la capacidad de dotar al deportista de unas habilidades generales con las que pueda desarrollar una actividad laboral que no quede centrada en unos años de vida deportiva realizada, por otro, en momentos de la vida dedicados por el conjunto de la población al aprendizaje y la asimilación de conocimientos. 

· Hay un fuerte predominio de la actividad individual.

El Derecho del Trabajo es un derecho muy pensado y muy estructurado sobre la negociación de las condiciones de trabajo y, especialmente, la negociación colectiva. Así lo recuerda la (RTC 1993\208)Sentencia Tribunal Constitucional núm. 208/1993 (Sala Primera), de 28 junio al resolver el recurso de Amparo núm. 232/1990 cuando señala que <<...La negociación colectiva contribuye decididamente a la mejora de las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores, como instrumento esencial para la ordenación de las relaciones de trabajo que justifica el predominio de la voluntad colectiva sobre la individual y de los intereses de la colectividad sobre los concretos de los individuos que la componen, limitando incluso algunos de éstos para la efectiva promoción de aquellos. Pero ni la negociación colectiva supone negar virtualidad a la libertad de empresa reconocida en el Art. 38 CE, y por ello, a un ámbito de ejercicio de poderes y facultades para la gestión de la empresa, incluidas medidas referentes a la llamada gestión de personal que afectan al desarrollo del contrato de trabajo, ni la negociación colectiva puede anular la autonomía individual «pues ésta, garantía de la libertad personal, ha de contar con un margen de actuación incluso en unos ámbitos como los de la empresa en los que exigencias de índole económica, técnica o productiva reclaman una conformación colectiva de condiciones uniformes» [STC 58/1985 (RTC 1985\58)]. La capacidad de incidencia del convenio colectivo sobre el contrato individual y la prevalencia del mismo sobre el contrato de trabajo, y el condicionamiento que supone sobre la voluntad unilateral del empleador, impide que la voluntad individual prevalezca sobre la colectiva, pero sólo esto, y no puede excluir un espacio propio para la autonomía individual y para el ejercicio de los poderes empresariales...>>.
Frente a este esquema general podemos indicar que en el ámbito del deporte profesional – más apreciable en los estratos superiores y más profesionalizado- se aprecia una cierta inversión de la escala de fuentes en tanto en cuanto acaba predominando el contrato de trabajo sobre la negociación colectiva. De facto así ocurre en este ámbito donde la fuente esencial de relaciones es, sin duda, el contrato de trabajo. Podemos indicar, incluso, que existe un ámbito - sobre todo en lo retributivo – en el que existe una negociación de empresa que se formaliza, posteriormente, en el contrato de trabajo al no existir una verdadera negociación laboral en el ámbito de la empresa.  

Este predominio de la acción individual se va perdiendo a medida que se desciende en el ámbito profesional y en el estrato fronterizo cumple su verdadera función y su consideración de garantía frente a los derechos individuales. 

B) Sistematización conceptual de los sindicatos en el deporte.

Llegados a este punto debemos enfrentarnos con el intento de conceptualización de los sindicatos de deportistas. En este punto y, como más adelante se analiza en el plano concreto de la negociación colectiva, los términos de la discusión pueden centrarse en dos: consideración o no de sindicatos con mayor representatividad y consideración o no de sindicatos de franja.

Respecto de la primera cuestión podemos resolverla de una forma simple: dado que no existe acción sindical en la empresa no es posible alcanzar los parámetros para obtener la condición de sindicato más representativo en ámbito alguno (ni estatal ni autonómico) y, de momento, y ante la carencia indicada no es posible obtener dicha condición.

Resuelta esta primera cuestión nos corresponde abordar  la segunda de las enunciadas. Desde este punto de vista se entiende que el concepto de sindicato franja responde a la posibilidad de extraer un determinado sector de la producción – en un marco general y más amplio- de un ámbito productivo de forma que la actuación del órgano representativo queda centrado únicamente en ese ámbito de la producción que acaba diferenciándose del resto.

El elemento central para definir cuando nos encontramos en una actuación <<franja>> es si la misma cubre una parte de la actividad productiva o se extiende a la totalidad de esta. Así lo señala Nogueira Guastavino cuando indica que <<...entenderemos por sindicato franja todo sindicato de base afiliativa horizontal, esto es, que limite su ámbito subjetivo a un grupo específico de trabajadores definido por su pertenencia a una misma categoría, grupo profesional o profesión, por poseer una misma titulación o desempeñar un mismo tipo o puesto de trabajo...>>

Desde este punto de vista podemos indicar que la solución a este interrogante no puede realizarse con carácter general e incondicionado. En la concepción tradicional del deporte en la que la actividad deportiva strictu sensu era la única fuente de ingresos y la central del proceso productivo resultaría difícil configurar la actividad sindical como franja porque realmente afecta a un conjunto productivo nucleado entorno al propio espectáculo deportivo. Podría decirse que el resto de la actividad era residual y que los trabajadores que no están representado por el sindicato deportivo no son cuantitativamente representativos ni están identificados, en la mayor parte de los casos por elementos de estabilización laboral.

Es cierto, sin embargo, que esta estructura está viéndose transformada y que la introducción del merchandising y de la comercialización del propio producto deportivo está condicionando evidentemente la estructura de producción al punto de que el predominio numérico que era respresentativo de la concepción anterior puede estar dejando paso, según el deporte en cuestión y la forma de realización del mismo, a una estructura más compleja en la que la actuación de los sindicatos del deporte tenga una configuración más próxima a la franja que a la consideración de sector en su totalidad que es la que más claramente se corresponde con la visión actual.

En consecuencia y a modo de resumen podemos indicar que la configuración de la actividad sindical actual no puede identificarse fácilmente con la de un sindicato franja por afectar a la profesión íntegramente y no a un sector concreto y delimitado de la misma. Es cierto, también, que la proyección de dicha actividad y las formas de su evolución pueden conducir rápidamente a una modificación del criterio anterior que en el momento presente no puede realizarse.

4.- Un intento de aproximación a la operatividad de los sindicatos en el ámbito del deporte profesional: la organización bifronte y sus dificultades en la formalización de la relación laboral.

Para efectuar un adecuados análisis de la operatividad de las actividad sindical venimos proponiendo desde el comienzo la necesidad de hacer una diferenciación clara entre la actividad deportiva configurada expresamente como profesional y la que no lo es. Dentro de la primera es necesario, igualmente, efectuar algunos criterios delimitadores como más adelante se señalará.

Adelantemos que, desde la perspectiva que aquí se analiza, la distinción es puramente formal. La existencia de una serie de requisitos y condiciones en la actividad deportiva determina que el CSD califique una competición como profesional de lo que se traducen dos efectos evidentes: uno la aparición de la Liga Profesional como estructura de gestión al lado y con el alcance que inmediatamente se pondrá de manifiesto; y , dos, la transformación obligatoria de los clubes deportivos en estructuras de capital que reciben el nombre de Sociedades Anónimas deportivas.

Cuando el reconocimiento no se produce es porque el CSD entiende que aun cuando se puedan algunos de los requisitos esenciales previstos en la LD no es posible, sin embargo, asumir la constitución obligatoria de las SAD. Este es el caso, por ejemplo,  del balonmano que puede entenderse que cumple con los requisitos pero que, sin embargo, no acaba de formalizar su transformación. En este supuesto la organización del deporte es directamente dependiente de la correspondiente federación deportiva y la actividad sindical tiene a ésta como último referente.

Hecho este deslinde conceptual debemos proceder a su desglose desde la perspectiva de la formalización de la relación laboral.

4.1. La actividad sindical en el ámbito del deporte organizado como profesional.

La actividad de los sindicatos en el ámbito del deporte, desde una perspectiva referida a la relación laborales,                                                                                                                                     no es sencilla porque la organización de la actividad sobre la que incide su ámbito de actuación es realizada desde una perspectiva bifronte entre la correspondiente Liga Profesional y la respectiva Federación Deportiva. Esta afirmación parece estar contradicha en el artículo 23 del RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre federaciones deportivas españolas y registro de asociaciones
 cuando señala que “ Las Ligas profesionales son asociaciones integradas exclusiva y obligatoriamente por los clubes deportivos (en realidad debería decir SAD porque esta figura deviene obligatoria en este ámbito) que participen en competiciones oficiales de carácter profesional y ámbito estatal. Tienen personalidad jurídica propia y gozan de autonomía para su organización interna y funcionamiento respecto de la federación española de la que formen parte...”.

Esta enfática afirmación resulta, sin embargo, muy matizada en la realidad en la que se produce una interacción competencial entre la Federación y la Liga Profesional correspondiente.

Para comprobar esta afirmación es suficiente con analizar el tenor literal del artículo 25 del citado Real Decreto cuando define las competencias de las ligas profesionales y ubica dentro de las mismas las siguientes:

<<... Son competencias de las Ligas profesionales, además de las que pueda delegarles la Federación Deportiva Española correspondiente:

a) Organizar sus propias competiciones, en coordinación con las respectivas Federaciones deportivas españolas, de acuerdo con los criterios que, en garantía exclusiva de los compromisos nacionales o internacionales, pueda establecer el Consejo Superior de Deportes.

b) Desempeñar, respecto de sus asociados, las funciones de tutela, control y supervisión, estableciendo al respecto las normas y criterios para la elaboración de presupuestos y supervisando el cumplimiento de los mismos.

c) Ejercer la potestad disciplinaria en los casos previstos en las Leyes, Reglamentos y en sus Estatutos.

d) Informar previamente los casos de enajenación de instalaciones de las Sociedades anónimas deportivas, en los supuestos contemplados en el artículo 25 de la Ley del Deporte.

e) Informar el proyecto de presupuesto de las Sociedades anónimas deportivas, y de los clubes que participen en las competiciones que organicen.

f) Informar las modificaciones de las competiciones oficiales que proponga la Federación Deportiva Española correspondiente, cuando afecten a las competiciones oficiales de carácter profesional...>>

Fácilmente puede verse que la atribución competencial no es “limpia” sino que implica una competencia residual en manos de las Federaciones Deportivas. De hecho es tan evidente este argumento que se dedica, en el propio Real Decreto, un capítulo VI – con un único artículo, el 28,- a establecer la coordinación entre federaciones deportivas y ligas profesionales.

El análisis de este régimen de coordinación es esencial para entender la capacidad negociadora (en lo laboral) de las Ligas y, por tanto, su papel frente a los sindicatos en su respectivo ámbito sectorial de cara a la organización de la actividad deportiva en cuestión que es lo que constituye el objeto central de la negociación colectiva.

Podemos aludir a dos regímenes en la determinación del régimen de coordinación:

A) Sistema común.

Es el previsto en el artículo 28, al que anteriormente hacíamos referencia, y con el siguiente tenor literal:

<<..1. Las Ligas profesionales organizarán sus propias competiciones en coordinación con la respectiva Federación Deportiva Española, y de acuerdo con los criterios que, en garantía exclusiva de los compromisos nacionales o internacionales, pueda establecer el Consejo Superior de Deportes.

Dicha coordinación se instrumentará mediante la suscripción de convenios entre las partes.

Tales convenios podrán recoger, entre otros, la regulación de los siguientes extremos:

Calendario deportivo.

Ascensos y descensos entre las competiciones profesionales y no profesionales.

Número de jugadores que podrán participar en dichas competiciones y que no sean incluibles en las selecciones nacionales.

Arbitraje deportivo.

Composición y funcionamiento de los órganos disciplinarios de las competiciones profesionales.

2. El Presidente de la Federación Española asistirá a las reuniones de la Asamblea General de la Liga Profesional con voz pero sin voto. En las mismas condiciones, el Presidente de la Liga profesional asistirá a las reuniones de la Asamblea General de la Federación Española...>>

Desde esta perspectiva podemos indicar que el instrumento llamado a establecer las reglas comunes de coordinación es el convenio entre la Federación y la Liga. No es sencillo determinar la naturaleza jurídica de dicho convenio pero teniendo en cuenta la consideración que el Tribunal Supremo ha hecho de las facultades de organización deportiva al insistir en la titularidad pública de dichas competiciones tenemos que extraer como consecuencia que se trata de un convenio administrativo.

Lo importante a los efectos de lo que aquí se analiza es señalar que ese convenio administrativo es, en unas ocasiones, bipartito y en otras tripartito.

De esta forma es bipartito (Federación-Liga) en el conjunto de competencias que se definen en el artículo 28 con la única excepción de lo previsto en el apartado e) del citado artículo que se refiere al número de jugadores extranjeros no comunitarios que podrá participar en las respectivas competiciones.

En este supuesto y, como acabamos de ver, el artículo establece que “ la determinación del número de jugadores extranjeros no comunitarios autorizados para participar en competiciones oficiales de carácter profesional y ámbito estatal se realizará de común acuerdo entre la federación deportiva española, la liga profesional correspondiente y la asociación de deportistas profesionales.

En este punto es necesario plantearse la naturaleza de dicha intervención para deslindarla del ámbito de la negociación colectiva (al ser una materia cercana al orden pública y que difícilmente puede ser incluida dentro de las que son objeto de la negociación colectiva) y ubicarla como un competencia expresa de participación en la determinación del marco deportivo general que se residencia en un convenio de carácter administrativo que, en este caso, se negocia a tres partes y que se integra o complementa al de carácter general que se regula en el citado artículo 28 y que afecta únicamente a los dos organizadores (Liga y Federación respectiva).

B) Sistema excepcional.

La Disposición Adicional Segunda del Real Decreto prevé un régimen supletorio completo para el supuesto de que las partes (liga, federación y, en el supuesto indicado, la Asociación Profesional respectiva) no lleguen a suscribir el convenio/os al que se refiere el artículo 28.

Este régimen supletorio y que opera ope legis puede ser resumido en la forma siguiente:

•
Calendario deportivo.

El calendario deportivo de las competiciones oficiales de carácter profesional, será elaborado por la Liga Profesional correspondiente. El Presidente de la Federación dispondrá de diez días contados desde el de su recibo para ratificar o rechazar el mismo, entendiéndose ratificado, si en dicho plazo, no se hubiese manifestado. La no ratificación deberá ser expresa y debidamente motivada.

En caso de no ratificación, la Liga Profesional presentará una nueva propuesta, que deberá ser ratificada o rechazada en las mismas condiciones que las expresadas anteriormente, en el plazo de cinco días. De no ser aprobada esta nueva propuesta, el Consejo Superior de Deportes resolverá sobre ello.

•
Acceso a la competición profesional.

El acceso de los clubes deportivos a las competiciones oficiales de carácter profesional, precisará, además del derecho de carácter deportivo reconocido por la Federación Española, del cumplimiento de los requisitos de carácter económico, social y de infraestructura que estén establecidos por la Liga Profesional correspondiente, que serán los mismos para todos los clubes que participen en las citadas competiciones, en las respectivas categorías y figurarán en los Estatutos o Reglamentos de la Liga Profesional.

Las vacantes que se produzcan en las competiciones de carácter profesional y ámbito estatal por cualquiera de los motivos reglamentariamente establecidos, se cubrirán manteniendo en la categoría a aquellos clubes que, como resultado de la clasificación deportiva debieran perder la misma.

El número de equipos a los cuales la Federación Deportiva Española pueda reconocer el derecho deportivo de acceder a la competición profesional en el momento de la entrada en vigor del presente Real Decreto, será el actualmente existente, pudiendo ser modificado en temporadas sucesivas, por común acuerdo entre la Federación Deportiva Española y la Liga Profesional correspondiente. 

•
Deportistas extranjeros que pueden participar en la respectiva competición.

La modificación del número de deportistas no incluibles en las selecciones nacionales, autorizados según la normativa vigente para participar en pruebas o competiciones oficiales de carácter profesional y ámbito estatal, se realizará de común acuerdo entre la Federación Deportiva Española y la Liga Profesional correspondiente.

•
Arbitraje

En aquellas modalidades deportivas en que exista competición oficial de carácter profesional, se constituirá un Comité Arbitral de la Competición Profesional, compuesto por un representante de la Federación Española, un representante de la Liga Profesional y un componente del colectivo arbitral que no se encuentre en activo, nombrado de común acuerdo entre ambas Entidades. El Presidente de este Comité será el miembro designado por la Federación. Este Comité tendrá como tareas:

Designar los colegiados que dirigirán los encuentros.

Establecer las normas que tengan repercusión económica en el arbitraje de la competición profesional.

Desarrollar programas de actualización y homogeneización de los criterios técnicos durante la competición, en concordancia con las directrices que establezca el Comité Técnico de Árbitros respectivo.

•
Disciplina deportiva.

En las Federaciones deportivas españolas donde exista competición profesional, la potestad disciplinaria deportiva de esa competición correspondiente a tales Federaciones se ejercitará por un Comité de Competición formado, bien por un Juez único de Competición designado de común acuerdo entre la Liga Profesional y la Federación, o bien por tres personas, dos de las cuales serán designadas por la Liga Profesional y la Federación respectivamente, y la tercera por común acuerdo entre ambas Entidades.

Los miembros de este Comité de Competición, que deberán ser licenciados en Derecho, serán designados por un mandato mínimo de una temporada y sus decisiones podrán recurrirse ante el Comité de Apelación de la Federación Deportiva Española correspondiente.

El Presidente de este Comité, en el caso de que se opte por órgano colegiado será el miembro designado por la Federación.

Fácilmente puede verse que tanto en uno como en otro supuesto, aunque este segundo es de aplicación supletoria, la organización de la competición y la del sector social que en la misma se sitúa corresponde de una forma bifronte a dos entidades deportivas. Sin embargo, cuando se establece la negociación colectiva la misma opera siempre sobre las entidades que agrupan legalmente a los clubes bien tengan estas un reconocimiento ex lege, como ocurre en el ámbito del fútbol y el baloncesto por ser competiciones profesionales reconocidas como tales, bien – y esto es aún más difícil- representen a una asociación privada que colabora en la gestión con la respectiva federación (balonmano).

Es claro, por tanto, que se ha optado por romper el sistema bifronte en el marco de la negociación colectiva ya que la misma ha girado sobre la asociación de empresarios del sector aunque, como acaba de  verse, el sector no goza de la autonomía suficiente para la organización de la actividad que resulta muy condicionada ( y no solo en instrumentos jurídicos) por la existencia de un ente que incide en la regulación del sector y en la organización de la actividad deportiva en cuestión.

Nos encontramos, por tanto, ante un factor diferencial probablemente inexistente en otros sectores sociales ya que si bien la negociación colectiva puede resultar condicionada por normas de carácter general es lo cierto que la forma de articulación del proceso productivo se entrega al sector. En el presente supuesto no ocurre así porque el órgano delegado de la Administración Pública (federación deportiva) tiene un componente activo de intervención que afecta a cuestiones insitas claramente en el ámbito de las relaciones laborales.

4.2.- La actividad sindical en las competiciones no declaradas expresamente como profesionales.

La actividad sindical en competiciones no declaradas expresamente como profesionales es ,ciertamente, más compleja. No obstante, la extensión que se predica en el capítulo siguiente demuestra que dicha actividad realmente (la sindical) existe tanto por la propia existencia de sindicatos como por la existencia de convenios de sector.

Para intentar comprender esta realidad podemos indicar, en primer término, que la actividad sindical no se produce con el auténtico titular de la potestad organizatoria (la federación respectiva) sino con una entidad – normalmente de naturaleza asociativa privada – que aglutina a todos los empresarios del sector. Asimismo es de indicar que la actividad sindical, en cuanto actividad representativa del sector, no se realiza frente a la respectiva federación sino, también, frente a la este tipo de asociaciones profesionales
.

La pregunta inmediata es cuál es la naturaleza de estas asociaciones. Normalmente todas ellas han buscado su inclusión en el Registro de Asociaciones deportivas aunque la regulación actual, contenida en el RD ( 1991\3022)Real Decreto 1835/1991, de 20 diciembre(
BOE 30 diciembre 1991) que aprueba el desarrollo reglamentario de los capítulos III y IV del título III de la Ley del Deporte (RCL 1990\2123 y RCL 1991\1816 ), no lo permite de forma que su salida natural ha sido el de asociaciones privadas de las previstas en Ley Orgánica 1/2002, de 22 marzo 2002, reguladora del Derecho de Asociación.

El vínculo con la respectiva federación (especialmente claro en el supuesto del balonmano) es un acuerdo de la respectiva asamblea que admite diversas fórmulas de colaboración en la gestión de la correspondiente actividad deportiva. Este tipo de acuerdos no afecta, en ningún  caso, a la determinación de la propiedad que, conforme establece el artículo 3 del RD de Federaciones Deportivas corresponde, inequívocamente, a la respectiva federación deportiva.

Pues bien, la existencia de estas entidades interpuestas ha tenido el efecto fundamental de hacer aparecer en el escenario regulatorio a los empresarios de la correspondiente actividad deportiva y, por tanto, rompe así uno de los elementos centrales de incoherencia para la negociación sindical cuando los mismos no están presentes y que se traduce en la imposibilidad de que la negociación colectiva tenga como referente final la federación deportiva correspondiente que, en modo alguno, puede considerarse un empresario ni una asociación de los mismos. 

La naturaleza de la propia federación (agente privado en la gestión de una competencia pública), el alcance de su potestad organizatoria en coordinación con la que corresponde al Estado, la función representativa de todos los sectores que integran la federación deportiva hace que realmente no pueda considerarse como una patronal que es capaz de disciplinar a sus empresarios. Es muy difícil considerar que la Federación tiene capacidad de representar a los empresarios frente a los trabajadores cuando ambos son parte de la misma estructura que representan aquellos.

Esta imposibilidad es la que ha llevado a la constitución de estas Asociaciones de Empresarios que realmente tienen un problema esencial: la imposibilidad de disponer libremente de las condiciones de trabajo y de productividad a que se refiere el artículo 82.2. del Estatuto de los Trabajadores porque muchas de estas condiciones están limitadas por la existencia de una regulación que impone un tercero (federación deportiva) que determina aquellas con primacía legal y sin vinculación alguna.

Esto nos permite indicar que, en este supuesto, con mayor agudeza aunque en el primero de los indicados el fenómeno es también perceptible, existe una restricción evidente a la negociación sindical en este ámbito por las competencias que corresponden a las respectivas federaciones deportivas y que pueden incidir en ámbitos típicos de condiciones de trabajo que habitualmente quedan a la negociación colectiva en otros ámbitos sectoriales. Probablemente la solución sería que las federaciones respectivas delegarán la negociación bajo mandato o que ratificarán las condiciones que les afecte y que no se refieran a sus las relaciones entre los trabajadores y los clubes que lo representan.

No obstante la anterior consideración es cierto, como se señala seguidamente, que el tiempo y la práctica negocial parece haber encontrado una solución teórica aceptable y que la mayor parte de los convenios han encontrado el conjunto de condiciones de trabajo sobre el que pueden operar y sobre el que se imponen las decisiones administrativas.

5.- La actividad de negociación colectiva.

Examinadas, hasta el momento, las características centrales de la estructura de la negociación colectiva nos corresponde en este momento una aproximación al fruto real de la actividad negocidora. 

A)Consideraciones generales

Antes de cualquier otra consideración sobre la regulación actual debemos afrontar una delimitación teórica: el tipo de negociación colectiva al que nos vamos a referir.

En este sentido es claro que nos encontramos ante un convenio de sector que afecta únicamente a un conjunto de trabajadores de una sociedad y que sustrae a los mismos de la aplicación del régimen laboral común y de la aplicación del correspondiente convenio colectivo.

A los efectos de concretar la primera de las funciones y la que, por otro lado, es más representativa de la actuación de los sindicatos podemos concretar la actividad en los siguientes:

Fútbol

La regulación actual se encuentra en la (RCL 1998\1701) Resolución de 22 junio 1998 de la Dirección General de Trabajo (BOE 8 julio 1998, núm. 162/1998) que ordena la publicación del convenio colectivo para la actividad de fútbol profesional.
Ciclismo

La regulación actual se encuentra en (RCL 2002\165) la Resolución de 21 diciembre 2001, de la Dirección General de Trabajo.BOE 16 enero 2002, núm. 14/2002, que ordena Convenio Colectivo para la Actividad del Profesional (código de Convenio número 9907355) de 21 de noviembre de 2001.

Balonmano

Su actividad negocial se plasmó en la (RCL 1998\1380) Resolución de 14 mayo 1998 de la Dirección General de Trabajo (BOE 4 junio 1998, núm. 133/1998) que ordena la publicación del convenio colectivo para la actividad profesional de jugador de Balonmano. Desde entonces, hasta hoy, se mantiene la prórroga del convenio sin que se haya firmado un convenio posterior.

Baloncesto

Su primer convenio colectivo se firma  el día 6 de marzo de 1990.Su regulación actual se plasma en la Resolución de la Dirección General de Trabajo 18-1-1994 (BOE 3-2-1994, núm. 29) que ordena la inscripción del convenio colectivo de trabajo ACB-ABP para la actividad del  baloncesto profesional. Este convenio, prorrogado, es el que rige en la actualidad las relaciones laborales en este ámbito.

Esta descripción somera de la actividad negocial nos demuestra que nos encontramos en un ámbito de negociación en el que se han producido bastantes acuerdos pero en el que existe una cierta cadencia a la prórroga de los convenios y a la extensión de sus efectos más allá de la vigencia inicialmente prevista.                                                                                    

A) naturaleza de  la negociación colectiva.

La negociación colectiva en nuestro Ordenamiento actual permite diferenciar entre un tipo de negociación colectiva regulada en el Estatuto de los Trabajadores y con alcance general para los empresarios y trabajadores incluidos en el ámbito de aplicación del mismo y una negociación colectiva que trasciende de esta regulación y alcance general y se sitúa en el marco obligacional que afecta exclusivamente a las partes que participan en la negociación
. Intentamos, seguidamente, una delimitación de ambas figuras a las que doctrina y jurisprudencia han venido a identificar con las expresiones de “convenios estatutarios” y “convenios extraestaturios”. Se trata de una distinción bastante aceptada pero no unánimemente consolidada ya que sobre la misma indica Alarcón que “ Yo coincido con quienes afirman ...que el derecho a la negociación colectiva es o no un derecho de configuración legal, esto es, si preexiste o no al momento de dicha configuración...a los términos legales ha que atenerse en el ejercicio de este derecho...>>

Es cierto, sin embargo, que este marco obligacional es impugnado por algún sector doctrinal encabezado por Alarcón para quien “toda construcción dogmática tiene muy poco que ver con el desarrollo histórico de ese fenómeno que llamamos autonomía colectiva. En efecto, la negociación colectiva es algo que surge no como un derivado de la autonomía contractual, sino en abierta oposición con ella y, por el contrario, no en oposición en la normativa estatal reguladora de condiciones de trabajo, pero sí en cambio en oposición a la función de salvaguarda de las reglas de individualismo cumplida por el Estado...>>

a)Convenios estatutarios.

Se refiere a los mismos el artículo 82 del Estatuto de los Trabajadores cuando señala que <<...1. Los convenios colectivos, como resultado de la negociación desarrollada por los representantes de los trabajadores y de los empresarios, constituyen la expresión del acuerdo libremente adoptado por ellos en virtud de su autonomía colectiva. ...>>. Esta prescripción se completa en el apartado 2 con la indicación de que <<...2. Mediante los convenios colectivos, y en su ámbito correspondiente, los trabajadores y empresarios regulan las condiciones de trabajo y de productividad; igualmente podrán regular la paz laboral a través de las obligaciones que se pacten...>>.

La negociación así concebida tiene como resultado final el previsto en el apartado 3 del mismo artículo cuando indica que <<...3. Los convenios colectivos regulados por esta Ley obligan a todos los empresarios y trabajadores incluidos dentro de su ámbito de aplicación y durante todo el tiempo de su vigencia...>>.

La legitimación para la negociación de estos convenios se contempla en el artículo 87 del Estatuto de los Trabajadores que diferencia, a su vez, entre los convenios que afectan al ámbito estricto de la empresa y los que afectan a un conjunto productivo más amplio que aquella.

Tienen legitimación para negociar los convenios de ámbito superior a la empresa los siguientes:

a) Los sindicatos que tengan la consideración de más representativos a nivel estatal, así como, en sus respectivos ámbitos, los entes sindicales afiliados, federados o confederados a los mismos. 

b) Los sindicatos que tengan la consideración de más representativos a nivel de Comunidad Autónoma respecto de los convenios que no trasciendan de dicho ámbito territorial, así como, y en sus respectivos ámbitos, los entes sindicales afiliados, federados o confederados a los mismos. 

c) Los sindicatos que cuenten con un mínimo del 10 por 100 de los miembros de los comités de empresa o delegados de personal en el ámbito geográfico y funcional al que se refiera el convenio. 

Esta determinación substantiva tiene su plasmación directa en el artículo 88 del Estatuto cuando se refiere a la composición de la Mesa de Negociación en los citados convenios e indica que <<...En los de ámbito superior a la empresa, la comisión negociadora quedará válidamente constituida, sin perjuicio del derecho de todos los sujetos legitimados a participar en ella en proporción a su representatividad, cuando los sindicatos, federaciones o confederaciones y las asociaciones empresariales a que se refiere el artículo anterior representen como mínimo, respectivamente, a la mayoría absoluta de los miembros de los comités de empresa y delegados de personal, en su caso, y a empresarios que ocupen a la mayoría de los trabajadores afectados por el convenio. 2. La designación de los componentes de la comisión corresponderá a las partes negociadoras, quienes de mutuo acuerdo podrán designar un presidente y contar con la asistencia en las deliberaciones de asesores, que intervendrán con voz, pero sin voto...>> 

En función de las características de la acción sindical a las que, anteriormente, nos hemos referido podemos convenir, a modo de precisión inicial, que los convenios de sector que venimos analizando no cumplen los requisitos previstos en la normativa que acabamos de exponer motivo que nos reconduce a la categoría de convenios extraestaturios a la que dedicamos el apartado siguiente.

b) Convenios extraestatutarios.

Convenios extraestaturarios son, por tanto, los que procediendo de la voluntad de órganos de representación previstos en la normativa sindical no cumplen alguno de los requisitos a los que nos hemos referido en el apartado anterior
. La denominación es impugnada por Alarcón cuando señala que <<el Estatuto de los Trabajadores, en su Título III, marca una raya que representa un determinado nivel de legitimación – basada en la representatividad – de los pactantes. Más allá de la raya se atribuye eficacia personal general, erga omnes, a los convenios fruto de esa negociación. Más acá de la raya no se les atribuye eficacia personal general ¿ significa esto que son extraestatutarios? Decirlo sería tanto como afirmar que el ciudadano menor de dieciocho años es <<extraconstitucional>> porque no ha alcanzado la mayoría de edad  que la Constitución establece o que es <<extraprocesal>> el recurso presentado fuera de plazo o cosas parecidas. Quiero decir que cuando una norma marca un límite y atribuye efectos jurídicos diferentes a uno y otro lado de ese límite...los actos colocados a uno y otro lado de la frontera...están afectados, de una u otra manera, po9r dicha norma, dado que, en definitiva, esos actos van a recibir una calificación jurídica u otra diferente en función de su posición respecto a la frontera que la norma ha creado...>>

Respecto de la naturaleza de estos convenios señala Alarcón que “ no cabe ninguna duda de que su contenido normativo es idéntico al de los estatutarios: cumplen perfectamente el requisito de la abstracción. Es evidente que la simple lectura de un convenio colectivo, sin ver las partes firmantes, nos permite averiguar si estamos ante uno estatutario o bien extraestatutario; la estructura de las cláusulas será idéntica en uno y otro caso...

La jurisprudencia ha entendido el efecto normativo de estos convenios cuando señala, por ejemplo, la (AS 2003\2897) Sentencia Audiencia Nacional núm. 35/2003 (Sala de lo Social, Sección Única), de 25 abril, en los Procedimientos núms. 27/2003 y 47/2003 (acum.) que <<...Así el Tribunal Constitucional, admitió la validez y eficacia de estos pactos en reiterada doctrina (Sentencias 4/1983 de 28 de enero [RTC 1983\4], 12/1983 de 22 de febrero [RTC 1983\12], 73/1984 de 27 de junio [RTC 1984\73] y 98/1985 de 29 de julio [RTC 1985\98], entre otras). La Sentencia 108/1989 de 8 de junio (RTC 1989\108), basó su decisión en el principio de que, cuando estos convenios son negociados por sindicatos, tienen validez derivada del artículo 28.1 de la Constitución (RCL 1978\2836). Declaraba dicha sentencia que el carácter estatutario o no del convenio es simple consecuencia de que se cumplan o no los requisitos de mayoría representativa que el Estatuto de los Trabajadores exige para la regularidad del convenio colectivo, al que se otorga en ese caso un plus de eficacia por el carácter «erga omnes» del llamado convenio colectivo estatutario.

Desde esta perspectiva lo que a estas alturas no puede negarse es que los convenios en cuestión tienen una eficacia jurídica aunque los efectos y el alcance de la misma deban precisarse y, en todo caso, buscarse al margen del propio ET que los “expulsa” de su ámbito. Así podemos deducirlo de la (AS 2003\2897) Sentencia Audiencia Nacional núm. 35/2003 (Sala de lo Social, Sección Unica), de 25 abril. Procedimientos núms. 27/2003 y 47/2003 (acum.) en la que se afirma que <<... de lo anterior razonado se deduce que los efectos del Acuerdo, teniendo de manifiesto lo que establece el Título III del Estatuto (RCL 1995\997) y conforme al artículo 1257 del Código Civil (LEG 1889\27), se producen, exclusivamente, entre las partes firmantes y sus herederos.

La característica más importante de este tipo convenial ha sido delimitada por la jurisprudencia . Por todas la (RJ 1999\896) Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 25 enero 1999, al resolver el recurso de Recurso de casación para la unificación de doctrina núm. 1584/1998 y en la que se señala que <<...Los convenios extra estatutarios, como recuerda la Sentencia de esta Sala de 14 de diciembre de 1996 (RJ 1996\9462) (recurso 3063/1995) tienen naturaleza contractual y su fuerza de obligar encuentra fundamento en los artículo 1091 y 1254 a 1258 del Código Civil, quedando su eficacia limitada a las partes que lo suscribieron y en los términos en ella establecidos, pues como recordara la Sentencia de 17 de octubre de 1994 (RJ 1994\8052) estos pactos carecen de valor normativo, teniéndolo sólo convencional y no integrándose en el sistema de las Fuentes del Derecho Laboral previsto en el artículo 3.1 del Estatuto de los Trabajadores, regulándose por la normativa general del derecho común en el campo de las obligaciones.
 Por tanto, no puede concluirse que los demandantes hubieran adquirido el derecho al percibo de los complementos salariales decretados ni por pacto colectivo, ni por una supuesta condición más beneficiosa, pues el nacimiento de ésta requiere algo más que la mera persistencia en el tiempo del disfrute de una determinada situación, como señalara la Sentencia de 3 de noviembre de 1992 (RJ 1992\8776), siendo «necesario que esa persistencia sea indicativa de la voluntad de la empresa de conceder un beneficio que sobrepase las exigencias de las normas legales o colectivas aplicables, integrando así la reiteración una declaración tácita de voluntad en este sentido». No podría producirse el nacimiento de esta condición más beneficiosa cuando los complementos salariales devengados por los trabajadores eran consecuencia de un pacto, suscrito en el ejercicio de la libre autonomía de la voluntad, que expresamente preveía su duración temporal, sin que hubiera razón alguna para mantenerlo después de haber expirado, en contra de lo pactado.

Finalmente en la configuración de su régimen jurídico señala la jurisprudencia la forma en la que se deben situar las relaciones jurídicas.  Así  (AS 2001\1182) la Sentencia Tribunal Superior de Justicia Galicia (Sala de lo Social), de 29 mayo 2001, al resolver el recurso de Suplicación núm. 4590/1997 formula un resumen de la cuestión en la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo señalando que <<...STS de 27-4-1999 (RJ 1999\4538) puntualiza en torno al Art. 3.5 ET lo siguiente: «... Son “indisponibles” los derechos derivados del Convenio Colectivo a los que éste confiera tal calificación, siempre que el establecimiento de esta restricción a la autonomía de la voluntad individual, pueda incluirse en el ámbito de competencias de las comisiones negociadoras. Pero también han de ostentar tal consideración aquellos mandatos convencionales que supongan desarrollo de normas de derecho necesario, o de carácter mínimo. Los mandatos convencionales de desarrollo de tales preceptos mínimos adquieren el mismo rango de indisponibilidad que tiene la norma desarrollada. Y estima la doctrina que producen efectos plenos los actos del trabajador, de cualquier naturaleza y tiempo de realización, por los que se supriman o reduzcan derechos laborales, legales o convencionales, no vinculados al derecho necesario o al orden público. Respecto a la licitud de los actos de disposición de derechos reconocidos en normas de convenio colectivo, que desarrollan mandatos legales de norma mínima, es cuestión que ha de decidirse en cada caso valorando las circunstancias concurrentes. Si la disposición se realiza por un acto unilateral de renuncia, es opinión doctrinal mayoritaria que tales actos serán nulos. Pero en los supuestos de actos de disposición condicionada, el juicio de favorabilidad es variable en función de factores individuales en cuya valoración ha de prevalecer la autonomía individual frente a la colectiva...>>.

La última nota jurídica que podemos señalar como característica de este régimen jurídico no es otra que la posibilidad de conversión en convenios estatutarios porque  sobrevenidamente se produzca la concurrencia de los requisitos que haber existido inicialmente hubieran justificado la condición diferente a la que se tiene realmente. Al tema se refiere la (RJ 1998\1428) Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 3 febrero 1998 que resuelve el Recurso de Casación núm. 121/1997 y, sobre este punto, señala que <<...Como ya ha tenido ocasión de señalar esta Sala de lo social del Tribunal Supremo (STS 9 marzo 1994 [RJ 1994\2218]), no cabe la transformación de un Convenio de eficacia limitada en Convenio de eficacia general por la adhesión unilateral a aquél de un sujeto colectivo que, de haberlo suscrito en su momento, le hubiera atribuido tal eficacia general; y sólo mediante la reapertura desde el principio de una nueva ronda de negociación es posible conseguir tal propósito. Pero las atinadas consideraciones jurídicas de la Resolución-Administrativa no añaden nada significativo al relato histórico, ni siquiera por vía de aclaración, y no deben por tanto figurar en el mismo...>>.

Las consideraciones que acaban de realizarse nos sitúan ante un entorno relativamente aclarado sobre el eficacia y alcance de los convenios extraestatutarios y su operatividad en el seno de las relaciones jurídicas laborales que estén afectados por las mismas.

Más allá de estas consideraciones generales es lo cierto que la categoría en cuestión nos sirve para dar cobertura  a la figura convenial que está representada por los convenios de los sindicatos en el mundo del deporte.

Fuera de esta determinación general es lo cierto que nos queda por resolver una cuestión adicional: su consideración de franja
. Se trata de una cuestión que hemos analizado desde la perspectiva orgánica al analizar la definición de los propios sindicatos. Ahora la cuestión se proyecta sobre el “producto central” de la actuación de aquellos que no es otro que la negociación colectiva.

Los argumentos deben, de nuevo, reconducirnos al ámbito material de la regulación para considerar que realmente su pretensión es la de regular el sector en toda su extensión (nótese que se incluye desde el acceso a la condición de profesional, los derechos de formación como consecuencia de la actuación previa  a la condición de trabajador, el salario mínimo por categorías de competición, etc...). Esta línea argumental, con las precisiones de que se trata de un sector en clara reconducción de su proceso de organización y producción que anteriormente hemos hecho con carácter general, nos llevaría a indicar que no se trata de convenio de franja sino de un convenio de sector que adquiere, por las partes que intervienen la condición de convenio extratutario. 

6.- La participación en la actividad deportiva general.

Al margen de la actividad ubicada en las relaciones de trabajo a las que nos hemos referido en los apartados anteriores es lo cierto que los sindicatos se han convertido en una forma de representación de los deportistas ante las Administraciones Públicas y en los órganos que vigilan, controlan u orientan la actividad deportiva general.

Intentemos ahora una delimitación de los órganos colegiados en los que los sindicatos de deportistas tienen presencia, la naturaleza de la misma y la forma de su articulación que, como inmediatamente se verá, no es homogénea.

A) Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes.

La Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes es, como indica el artículo 1º del Real Decreto 1242/1992, de 16 de octubre que regula la composición y funcionamiento de la misma, el órgano rector del CSD. De hecho podríamos indicar que este órgano colegiado tiene una diferencia fundamental con los que con denominaciones similares existen en el resto de organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado.

La diferencia fundamental estriba en que se trata de un órgano con auténticas competencias ejecutivas frente al carácter supervisor, de control y de fijación y conocimiento de reglas de actuación que corresponde a la mayor parte de los órganos colegiados que se crean en los organismos públicos.

Sin ánimo de exhaustividad podemos indicar que estas competencias ejecutivas se traducen, según el artículo 3 del Real Decreto 1242/1992, de 16 de octubre, en la competencia de la Comisión Directiva para autorizar y revocar la constitución de las federaciones deportivas españolas, la aprobación de los estatutos y reglamentos de las mismas, la designación de los miembros del Comité Español de Disciplina Deportiva y de la Junta de Garantías Electorales, la suspensión cautelar del presidente o de los órganos de gobierno de las federaciones deportivas, el reconocimiento de modalidades deportivas, la calificación de las competiciones como de carácter profesional y ámbito estatal, la autorización de la inscripción de las sociedades anónimas deportivas, etc...

Pues bien este órgano colegiado no tuvo desde su constitución, que se opera en su formulación actual en la propia LD, ningún tipo de representación de los deportistas (ni profesionales ni amateur). En el momento presente dicha situación ha cambiado como consecuencia de la publicación del RD 1970/1999, de 23 de diciembre que estableció una nueva composición de la Comisión Directiva del CSD y en cuyo artículo 2º se prevé un apartado 5º que, textualmente, establece que  forman parte de la Comisión Directiva “ Cuatro vocales designados por el presidente del CSD entre personas de reconocido prestigio en el mundo del deporte. De ellos tres lo serán, uno a propuesta del Comité Olímpico Español, 
otro a propuesta de las Ligas Profesionales, y otro a propuesta de las asociaciones de deportistas profesionales de las modalidades deportivas en las que existan competiciones oficiales de carácter profesional y ámbito estatal.

B) La Asamblea General del Deporte.

La Asamblea General del Deporte es un órgano colegiado cuyo objetivo, como establece el artículo 1º del Real Decreto 630/1993, de 4 de mayo, un órgano colegiado cuyo objetivo principal es asesorar al Presidente del CSD en las materias deportivas que se le encomienden. La función de este órgano está prevista en el artículo 3º del citado Real Decreto que le atribuye, además del asesoramiento al que nos acabamos de referir, la realización de estudios e informes sobre aspectos referidos al deporte, la emisión de informes sobre las disposiciones organizativas del deporte cuando le sean solicitados, la elaboración de una memoria anual que refleje el estado de la actividad deportiva general y en general cuantas le sean solicitadas por el Presidente del CSD.

El artículo 2º regula la composición de este órgano y en la misma se incluye un apartado j) que hace referencia – dentro de la composición del órgano – a la existencia de “un vocal en representación de cada una de las asociaciones de deportistas profesionales, designado por el presidente del CSD entre los propuestos por las mismas.

C)Sociedades Anónimas Deportivas.

Como es sabido la participación en competiciones oficiales de carácter profesional exige la transformación de los clubes deportivos en sociedades de capitula que reciben, en este ámbito sectorial, la denominación específica de “Sociedades Anónimas Deportivas”.

Su regulación reglamentaria específica se efectuó por el RD 1084/1991, de 5 de julio, de sociedades anónimas deportivas. Dicha norma ha sido sustituida por el Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio sobre sociedades anónimas deportivas. A los efectos de lo que aquí nos interesa la Disposición Adicional Séptima de esta normas reglamentaria crea la denominada Comisión Mixta de Transformación en la que se incluye “un vocal designado por el CSD a propuesta de la Asociación de Deportistas profesionales más representativa”.

Nótese, en relación con lo que venimos indicando que esta es la primera regulación que utiliza un concepto, probablemente importado del Derecho sindical general, y alude a las asociaciones profesionales más representativas en el sector. Se trata de una extrapolación ciertamente novedosa pero que debe entenderse en un sentido vulgar y no analógico, en lo que a la regulación se refiere, a los sindicatos más representativos en dicho ámbito ya que, obviamente, es impensable que los sindicatos de deportistas puedan llegar a tener una audiencia como la que proponen las reglas sindicales convencionales.

D) Deportistas de alto nivel.

La condición de deportista de alto nivel es una condición jurídica que nace del cumplimiento de una serie de requisitos deportivos que se fijan por la normativa reglamentaria dictada en aplicación de la LD y que son apreciados por un órgano colegiado específico, creado en el seno del CSD, y que se traduce en un conjunto de beneficios que tienen como elemento central el reforzamiento de la figura del deportista de élite y la facilitación de sus condiciones de vida para propiciar su dedicación al deporte en condiciones que, finalmente, no resulten excluyente de su inserción social posterior.

Fue, primero, el Real Decreto 1856/1995, de 17 de noviembre el que regula esta condición. Posteriormente, fue modificación el Real Decreto 254/1996, de 16 de febrero y, en la actualidad, el Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, es el que contiene la regulación de los requisitos para acceso a esta condición y el órgano administrativo encargado de apreciarlo.

Es el artículo 8 de esta última norma el que establece la composición de la Comisión del Deporte de Alto nivel. Aquí hay un giro ampliatorio en la concepción del criterio de pertenencia ya que el apartado h) del citado artículo se refiere a “ dos deportistas de alto nivel, uno en representación de los deportes olímpicos y otro en representación de los deportes no olímpicos , designados previa consulta a las asociaciones más representativas de los deportistas de dichos ámbitos...”

Se trata de un precepto complejo en su interpretación por las siguientes razones:

a) La mención a que los designados deben ser deportistas de alto nivel exige alguna precisión como la de saber si tienen que tener la condición de tal en vigor cuando son nombrados o puede recaer sobre quienes hayan ostentado esta condición aunque la tengan en el momento.  Si este precepto se enlaza, en el plano teórico, con las causas de cese entre las mismas se incluye las de la “pérdida de la condición ostentada por la que fueron propuestos”. En consecuencia una interpretación sistemática de ambos apartados nos llevaría a indicar que sí es exigible la condición y que, además, su pérdida es causa de cese en la Comisión que deberá cubrirse por el procedimiento legalmente previsto. 

b) El grado de desarrollo actual de las asociaciones de deportistas nos lleva a indicar que, en alguno de los ámbitos indicados – especialmente el de los deportistas no olímpicos- la viabilidad de la consulta previa a las asociaciones es ciertamente dudosa en su aplicación real.

E) Comisión nacional para la protección de la salud del deportista.

La operatividad real de esta Comisión está en entredicho porque pese a existir la norma de cobertura, consignada en el Real Decreto 112/2000, de 28 de enero, que crea la citada Comisión Nacional la misma no ha tenido continuidad ni impulso suficiente para ser considerada representativa.

No obstante en el plano que venimos analizando sí puede indicarse que, conforme establece el artículo 5º del mismo formarían parte de la Comisión Nacional “Dos representantes de las asociaciones españolas de deportistas profesionales”.

F) Violencia en los espectáculos deportivos.

Su regulación se contiene, en los aspectos organizativos, en el Real Decreto 75/1992, de 31 de enero, que crea la Comisión Nacional contra la Violencia en los espectáculos deportivos.

El artículo 3º del citado Real Decreto que regula su composición establece que forman parte de la misma “ Dos vocales, nombrados por el presidente del CSD de entre los  propuestos por cada una de las Asociaciones de deportistas donde exista competición profesional.

G) Comisión Nacional Antidopaje.

La regulación actual
 de la Comisión Nacional Antidopaje se establece en el Real Decreto 1323/1997, de 1 de agosto por el que se determinan la composición y funciones de la Comisión Nacional Antidopaje. La composición del Pleno de la citada Comisión se efectúa en el artículo 5 en  cuyo apartado m) se incluye a “un representante de las asociaciones españolas de deportistas elegido por las mismas”. 

Es de señalar que el criterio aquí es también ampliatorio: todas las asociaciones de deportistas y no sólo las de profesionales lo que es coherente con el ámbito de actuación de la Comisión que afecta al conjunto del deporte y no solo al profesional.
 El mandato de los mismos es de cuatro años, conforme establece el artículo 12 del RD citado.

H) Consejo para las Emisiones y Retransmisiones deportivas.

Este Consejo nace como consecuencia de la publicación de la Ley 21/1997, de 3 de julio, reguladora de las emisiones y retransmisiones de competiciones y acontecimientos deportivos. En el plano orgánico es el Real Decreto 991/1998, de 22 de mayo el que crea el Consejo para las Emisiones y retransmisiones deportivas. Es de señalar que este Consejo no se incardina realmente en el CSD sino que la adscripción, a todos los efectos, lo es al propio Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (en la redacción inicial) y, por tanto, al actual Ministerio de Educación y Ciencia.

La composición del mismo está prevista en el artículo 4º del mismo que en su apartado f) considera miembros del Consejo “en representación de las asociaciones de deportistas profesionales que participen en competiciones de carácter profesional y ámbito estatal: el presidente de cada una de dichas asociaciones”. 

Lo curioso de este órgano es que es el único de los enunciados en el que los sindicatos de deportistas no mantienen la exclusiva de la representación sino que “conviven” con los sindicatos denominados de clase cuando en el apartado j) del mismo artículo considera que forman parte, también, del órgano “en representación de los sindicatos más representativos en el ámbito de las comunicaciones y del deporte profesional: un representante de las secciones sindicales más representativas de las televisiones públicas; un representante de las secciones sindicales más representativas de las televisiones privadas y dos responsables de comunicaciones de las organizaciones sindicales más representativas designados por las mismas.

En principio la simple lectura del supuesto enunciado nos indica que se trata de una realidad diferente y que realmente y dada la naturaleza del órgano lo que se está cubriendo es la representación sindical en el ámbito de las comunicaciones aunque para que la cuestión quedase aún más clara en la definición inicial no se tendría que haber utilizado el genérico “comunicaciones y del deporte profesional” porque está segunda referencia es la que produce error al mezclar, en el plano teórico porque en la realidad la cuestión ha sido más clara y nítida, la comunicación y el deporte profesional lo que permite indicar que admite la representación de este sector por los sindicatos más representativos en el ámbito general y no los específicos del deporte. Hoy podemos indicar que se trata de una disquisición teórica sin incidencia posterior porque la representación sindical de este apartado se ha centrado en el primero de los títulos indicados (comunicación) y la del deporte profesional se ha articulado entorno al apartado f) (asociaciones de deportistas profesionales).

Las referencias legales que acaban de realizarse nos permiten indicar que las normas del deporte, en cuanto manifestación peculiar (en lo organizativo) de una actividad administrativa establecen bastantes ámbitos en los que la participación de los sindicatos (o asociaciones de deportistas que es como realmente las denomina) es realmente amplia. Se cumple, por tanto, la máxima a la que se refirió Font cuando señalaba que <<... Es ya habitual relacionar el fenómeno de la participación -entendido en su sentido más extenso- con la superación de los esquemas del Estado Liberal, basado en la separación entre el Estado y la sociedad, y la subsiguiente institucionalización del Estado Social que se fundamenta en la interpenetración entre el propio Estado y la sociedad. Se pretende de esta forma entender que la participación sirve al objetivo de salir al paso de la crisis de la legitimación del poder basada únicamente en la representación parlamentaria y dar un nuevo contenido a la funcionalidad de la soberanía popular, principalmente mediante la multiplicación del número de centros de decisión pública en los que se incorpore la voluntad social...>>
. 

Es precisamente esto lo que le lleva a concluir que <<... Puede decirse, en definitiva, que el ordenamiento constitucional tiende a promover una estructuración general de la sociedad y del Estado como cuerpos participados o participativos, inclinándose, tal vez, por las técnicas de participación organizada, es decir, que prevalece, quizá, la concepción de <<organizar>> la participación por medio de estructuras -públicas o privadas- que van a canalizar la participación y a devenir sujetos activos de la misma....>>.

Es lo cierto, como bien recuerda Sánchez Morón, que la participación es hoy un principio de orden constitucional plasmado en el párrafo segundo del artículo 9 de la CE cuando señala que <<...
 2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social....>>

Las causas de esta inclusión son analizadas por Muñoz Machado cuando señala que <<... Como recuerda CHEVALLIER, la intervención de los particulares en las tareas de gestión, fenómeno que ya fue entrevisto por el propio HAURIOU, y al que se refiere en su totalidad la obra clásica de GENY, puede concebirse como una fórmula tradicional de participación en la Administración que, aunque se sigue utilizando ampliamente, ha quedado desbordada por los nuevos rasgos en el fenómeno que la participación está adquiriendo en nuestros días. Intensificación de la participación que, en absoluto, puede explicarse exclusivamente, según el primer autor citado, desde la perspectiva de técnicas jurídicas tan concretas como la delegación...>>
 Sobre esta base, el propio Autor, llega más allá indicando que <<...Lo que con la participación de la Administración pretende lograrse es complementar las  decaídas formas de legitimación externa imponiendo una presencia viva y cualificada de los -intereses comunitarios en el interior de la propia estructura administrativa eliminando la radical contraposición anterior entre Estado y sociedad...>>
Esta formulación teórica nos sirve como fundamento justificativo último de la participación de los ciudadanos y de los organizaciones que representan a los mismos en la actividad administrativa y los que justifican el amplio papel que en una actividad, como es el deporte,  abierta, interactiva y muy compleja en la legitimación de las decisiones se haga un especial hincapié en la legitimación de sus decisiones y sus políticas.

7.- La colaboración en el establecimiento de un sistema de seguridad social voluntaria.

Es cierto que la función de los sindicatos en el deporte trasciende en gran parte de los que analizamos en otros sectores. Se ha conseguido que los mismos participen en la gestión de un sistema de previsión complementario con el que trata de colaborar en la formalización de un marco de protección de los deportistas.

La justificación última de este proceso deriva de las características esenciales del deporte como actividad laboral. Es corta, en el número de años que se puede realizar; se produce en los años de vida que el resto de la población dedican a la formación y a la profesionalización para la subsistencia futura; y es, especialmente intensa, porque mientras se realiza la misma es realmente difícil encontrar cualquier forma de compatibilización con otras actividades que permitiese la matización de los efectos de esta actividad.

Es esto lo que propicia la publicación de la Disposición Adicional Vigésimo Sexta de la Ley de Medidas Fiscales, administrativas y del Orden Social del año 2000, que estableció lo siguiente: «... Se insta al Gobierno a estudiar, en el plazo de seis meses, la adecuación de los sistemas de previsión social complementarios a los deportistas profesionales, incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1006/1985, por el que se regula la relación laboral especial de deportistas profesionales, así como los incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1467/1997, sobre deportistas de alto nivel, a las características de la actividad deportiva. En dicho estudio se abordarán, entre otros aspectos referidos a la constitución de una mutualidad específica, así como los límites de aportación y la contingencia que habilitan el cobro de la prestación...».

Este estudio se efectuó en el primer trimestre del año 2000 y fue asumido por el Gobierno y por las Asociaciones Profesionales de Deportistas Profesionales mediante un convenio específico firmado en marzo de 2000.

Como consecuencia de esto se inicia a partir de junio de 2000 la creación de la Mutualidad de Deportistas Profesionales, Mutualidad de Previsión Social a Prima Fija cuyo reconocimiento formal por el Ministerio de Economía se produce en diciembre de 2000 y que es la llamada a asumir y capitalizar las aportaciones de los deportistas en cuestión y a otorgar unas prestaciones compatibles con las procedentes del sistema de seguridad social pública y que, en sintonía con lo previsto en la Disposición Adicional 26 de la Ley de Medidas, deben ser adaptadas a la práctica deportiva, motivo que justifica que el hecho causante se desplace –con carácter general– al momento de causar baja en la condición de deportista.

El verdadero incentivo de esta medida estaba condicionado a los límites económicos de la aportación y a su compatibilidad con el sistema de aportaciones generales que la legislación de renta concede al resto de los españoles en el seno de los seguros y los fondos de pensiones.

En todo caso ésta parecía, en principio, una vía correcta, ya que supone un camino intermedio entre la necesidad de encontrar soluciones fiscalmente acertadas para el tratamiento de estas rentas y el hacerlo dentro del sistema tributario convencional sin producir directamente el señalamiento de una condición específica de tributación referida al tipo.

El desarrollo de las condiciones a las que van a adaptarse las aportaciones se produce en la tramitación parlamentaria, como proyecto de Ley, del Real Decreto-Ley en materia de ahorro familiar y se plasma en la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban Medidas Fiscales Urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa y, más concretamente, en el artículo 13 de la misma.

Se añade una disposición adicional vigésimo tercera a la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras normas tributarias, con una regulación que podemos sistematizar en las siguiente forma:

A)
Deportistas que pueden aportar a la Mutualidad de Previsión

Las medidas previstas alcanzan a los deportistas profesionales y a los deportistas de alto nivel. Respecto de los primeros las pautas de interpretación son sencillas: se aplicará únicamente a quienes tengan suscritos al amparo del RD 1006/1985, de deportistas profesionales.

La cuestión adicional y potencialmente más compleja se encuentra en los deportistas de alto nivel a que se refiere el Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, que se ha analizado anteriormente y al que debemos remitirnos en este momento. Una interpretación razonable parece que puede ser la de considerar que pueden realizar aportaciones los deportistas de alto nivel mientras gocen de los beneficios de los mismos en la forma que previene el citado Real Decreto.

El problema está en que la condición de deportista de alto nivel es esencialmente contingente y no está dotada de la misma regla de continuidad que tiene la condición de deportista. Desde esta perspectiva es necesario indicar que una interpretación razonable y concordada de la norma puede pasar por entender que la condición de mutualista se adquiere por ser deportista de alto nivel y que a partir de aquí se pueden producir las aportaciones hasta que se dé el supuesto previsto en la norma, esto es, hasta que se formalice una baja en la actividad deportiva.

Una interpretación más estricta condicionaría la posibilidad de realizar aportaciones al mantenimiento de los derechos y de la condición de deportista de alto nivel. La operatividad real de esta medida implicaría importantes problemas de gestión en razón a que la condición de deportista de alto nivel se produce de forma implícita por no aparecer en la lista correspondiente al año siguiente. Desde ese momento comienza a aplicarse el plazo máximo de duración de los derechos que determina el mismo. Dicho derecho se genera de nuevo con los resultados subsiguientes que determinan un cómputo inicial del plazo de los beneficios. Esta dinámica ligada a una estable relación, como es la de mutualista, produciría un efecto de contagio de la contingencia que haría a la misma poco aplicable para este tipo de deportistas.

B)
Régimen Jurídico de las aportaciones.

Las aportaciones anuales máximas, incluyendo las que hubiesen sido imputadas por los promotores en concepto de rendimientos del trabajo cuando se efectúen de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, no podrán rebasar la cantidad de 2.5000.000 pesetas anuales (15.025,30 euros). Posteriormente la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero en su Disposición Adicional decimotercera contiene una Modificación de los límites máximos de aportaciones a la Mutualidad de Previsión Social de deportistas profesionales en la que se señala que <<...La cuantía de 15.025,30 euros a la que se refiere la disposición adicional vigésima tercera de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, se eleva a la que para partícipes de sesenta y cinco años o más se fija en los artículos 5.3.a) de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y 46.1.5. a) de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarías...>>.

Estas aportaciones pueden realizarse hasta que finalice la vida laboral. A partir de dicho momento podrán aportar únicamente las cantidades que se establecen con carácter general para todos los contribuyentes, lo que deberá articularse como una posibilidad coincidente o excluyente de la posibilidad de mantenerse como mutualista.

La norma remite al reglamento la determinación y sobre todo la objetivación de estas situaciones. Se trata de articular una forma real y concluyente de baja que no será difícil cuando exista contrato de trabajo, pero que sí lo es en el ámbito de los deportistas convencionales, en los que deberá ligarse a algunos elementos de objetivación, como la renuncia expresa a la licencia.

Esta Mutualidad se constituyó ante Notario el día 6 de Julio de 2000 fijando un Fondo Mutual de 100 millones de pesetas procedentes de las aportaciones de los socios protectores ( Asociaciones de Deportistas) en proporción a las posibilidades de cada Asociación. Esta mismo día se celebró la primera Asamblea, se designó la Junta Directiva, la Comisión Ejecutiva y la Comisión de Control.

Se trata de una muestra evidente de la concepción y la orientación de los sindicatos en el mundo del deporte que enlaza con su vocación de servicio y de adaptación de las condiciones especiales de los deportistas a fin de conseguir su inserción y adaptación social una vez concluido el período de práctica deportiva activa.

8.- A modo de conclusión.

Con  vocación de síntesis podemos señalar ahora que la actividad de los sindicatos en el ámbito del deporte se mueve en un terreno intermedio entre la negoación colectiva (posible) y la representación de los intereses de los deportistas. Esta última acepción o actividad suple la carencia natural de nuestro ordenamiento deportivo que no prevé la representación de los deportistas ni la participación de los mismos en los órganos que deciden la aplicación de las normas deportivas. Realmente en este campo cumplen una función relevante y amplia que ha acabado encontrando reflejo en las sucesivas normas de organización.

Siendo esto importante es lo cierto que su actividad natural es la representación de los respectivos colectivos en la formalización de sus condiciones de trabajo. Aquí, como claramente refleja el análisis que se ha hecho, queda mucho recorrido por completar dado que la estructura y la acción sindical en la empresa no existen y que la formalización de las condiciones laborales en la negociación colectiva necesitan de un impulso y una regularización que la convierta en algo habitual en este ámbito sectorial como, de hecho y de derecho, lo es en todos los demás ámbitos de las relaciones  laborales. Es cierto, eso sí, que la profundización en este esquema exigirá probablemente reformas estructurales y formalización de las respectivas competencias en una forma más clara y convincente que lo es en la actualidad.








Madrid. Enero. 2004.

� Las raices históricas de este fenómeno pueden verse en el Libro de Salvador.J.L. El deporte en Occidente. Historia, cultura y política. Madrid 2004. 





El fenómeno de la organización profesional fue analizado por Terol Gómez. Las Ligas Profesionales. Navarra.1998, en un libro que se ha convertido en un clásico en la materia.


� Es cierto que la agrupación de empresarios tiene aquí también notables peculiaridades que merecen su análisis detenido. Sin duda la principal característica es la negación de la capacidad de afiliación ya que las Ligas profesionales se constituyen ope legis tal y como señala el artículo 41 de la Ley del Deporte cuando señala que “en las Federaciones Deportivas españolas donde exista competición oficial de carácter profesional y ámbito estatal se constituirán Ligas, integradas exclusiva y obligatoriamente por todos los clubes que participen en dicha competición...>>. Es cierto, sin embargo, que nuestro análisis se centra en el ámbito estricto de la representación de los deportistas.


� En relación con este aspecto puede verse el libro de Landa Zapirain.J.P.  Democracia sindical interna (Régimen jurídico de la organización y funcionamiento de los sindicatos). Madrid. 1996.


� En relación con el papel constitucional asignado a los sindicatos puede verse la doctrina establecida por (RTC 1993\292) la Sentencia Tribunal Constitucional núm. 292/1993 (Sala Segunda), de 18 octubre en el Recurso de Amparo núm. 2410/1990 en la que se afirma que <<...Siendo los sindicatos formaciones con relevancia social, integrantes de la estructura pluralista de la Sociedad democrática, no puede abrigarse duda alguna que la afiliación a un sindicato es una opción ideológica protegida por el art. 16 de la CE, que garantiza al ciudadano el derecho a negarse a declarar sobre ella.


La revelación de la afiliación sindical es, por tanto, un derecho personal y exclusivo del trabajador, que están obligados a respetar tanto el empresario como los propios órganos sindicales...>>





� Al margen de la determinación legal específica la (RTC 1983\23) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 23/1983 (Sala Primera), de 25 marzo al resolver el Recurso de Amparo núm. 88/1982. indica una regla interpretativa esencial cuando señala que <<...Por otro lado, no puede olvidarse tampoco que, de acuerdo con el artículo 10, número 2, de la propia CE, las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la misma reconoce han de interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre dichas materias ratificados por España y que entre ellos está el Pacto de Derechos Económicos y Sociales de 1966 (artículo 8.º) (RCL 1977\894 y NDL 29530 bis nota) y la Carta Social Europea de 1961 (artículo 5.º) (RCL 1980\1436 y 1821). Además, España ha ratificado el Convenio 87 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) (RCL 1977\997 y NDL 28460 tetra), en el cual, tras declarar que las organizaciones de trabajadores (y de empresarios) «tienen el derecho de redactar sus Estatutos y Reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular su programa de acción», señala con todo énfasis que «las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal».





� Esta doctrina puede considerarse una reiteración ya desde la (RTC 1996\101) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 101/1996 (Sala Primera), de 11 junio que resuelve el recurso de amparo  núm. 1849/1994 e indica que <<...La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva constitucional "no es únicamente la de representar a sus miembros, a través de los esquemas del apoderamiento y de la representación del Derecho privado. Cuando la Constitución y la Ley los invisten con la función de defender los intereses de los trabajadores, les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aun perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo" (STC 70/1982, fundamento jurídico 3.º), en virtud de una función de representación que el sindicato ostenta por sí mismo, sin que deba condicionar necesariamente su actividad a la relación de pretendido apoderamiento insita en el acto de afiliación, que discurre en un plano diverso del de la acción propiamente colectiva (SSTC 70/1982, 37/1983, 59/1983 [RTC 1983\59], 187/1987 [RTC 1987\187] o 217/1991, entre otras). Por esta razón, es posible reconocer en principio legitimado al sindicato para accionar en cualquier proceso en que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores» (fundamento jurídico 3.º).





� La (RTC 1995\94) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 94/1995 (Sala Segunda), de 19 junio al resolver el Recurso de Amparo núm. 473/1993 establece que <<...sino que en el contenido de este precepto se integra también la vertiente funcional, el derecho a la actividad sindical, es decir, el derecho de los sindicatos a ejercer aquellas actividades dirigidas a la defensa, protección y promoción de los intereses de los trabajadores, en suma, a desplegar los medios de acción necesarios para que puedan cumplir las funciones que constitucionalmente les corresponden (SSTC 40/1985, 39/1986 [RTC 1986\39], 30/1992 [RTC 1992\30] y 173/1992 [RTC 1992\173]. Les garantiza un ámbito esencial de libertad para organizarse a través de instrumentos de actuación de la forma que consideren más adecuada a la efectividad de su acción, dentro, claro está, del respeto a la Constitución y a la Ley (STC 292/1993 [RTC 1993\292]). En el artículo 28.1 CE se integra, pues, el derecho a llevar a cabo una libre acción sindical, comprensiva de todos los medios lícitos y sin indebidas injerencias de terceros (SSTC 37/1983, 51/1984 y 134/1994 [RTC 1994\134]).


� En relación con esta determinación subjetiva debe completase indicando que :


- Quedan exceptuados del ejercicio de este derecho los miembros de las Fuerzas Armadas y de los Institutos Armados de carácter militar. (art.1º).





- Con respecto a jueces, magistrados y fiscales, no podrán pertenecer a sindicato alguno mientras se hallen en activo. La Ley Orgánica del Poder Judicial sustituye este régimen por el del Asociacionismo Profesional. En concreto, es el capítulo IV del Título IV el que en los artículo 401 y ss se refiere a este tema.





� Una consecuencia inmediata del reconocimiento del derecho a la libertad sindical se encuentra en la adquisición de capacidad procesal que, como señala , la (RTC 1996\74) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 74/1996 (Sala Primera), de 30 abril, al resolver el Recurso de Amparo núm. 2880/1993 únicamente alcanza al sindicato y no a los comités de empresa. Así lo expresa cuando indica que <<...Es claro, pues, que los Comités de Empresa no son titulares del derecho a la libertad sindical y así se ha declarado por este Tribunal en ulteriores pronunciamientos (SSTC 45/1984 [RTC 1984\45] y 134/1994 [RTC 1994\134]). Por lo tanto, en el presente recurso, el Comité de Empresa está invocando la vulneración de un derecho fundamental ajeno, pues sólo los Sindicatos -a los que la Constitución otorga un protagonismo singular como mediadores en las relaciones laborales- son titulares del derecho a la libertad sindical a la hora de defender la primacía de la autonomía colectiva frente a eventuales conductas de corte antisindical...>>


� El contenido mínimo de los estatutos también viene prefijado en las normas. Podemos concretarlo en los siguientes requisitos:- Denominación de la organización, que no podrá coincidir o inducir a confusión con otra legalmente registrada;  - Domicilio y ámbito territorial y profesional;-Órganos de representación, gobierno y administración; - Funcionamiento de la Entidad, que habrá de ajustarse a principios democráticos; - Régimen electoral, que garantice que los cargos directivos se provean mediante sufragio libre y secreto; -Los requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de afiliado; Régimen de modificación de los estatutos, de fusión y disolución del sindicato;- Régimen económico de la organización; - Medios que permitan a los afiliados conocer la situación económica. 





� La diferenciación entre las categorías de sindicatos es analizada en (RTC 1993\208) la Sentencia Tribunal Constitucional núm. 208/1993 (Sala Primera), de 28 junio que resuelve el Recurso de Amparo núm. 232/1990 y analiza esta cuestión indicando que <<...La consagración de estas representaciones sindicales a nivel de centro de trabajo por la Ley Orgánica de Libertad Sindical y el reconocimiento a las mismas de determinadas competencias y facultades no supone sólo una carga frente al empresario, sino que responde también a un propósito legislativo de profundización en la democracia sindical a través de la descentralización de las representaciones sindicales y de la toma de decisiones sindicales a nivel de centro de trabajo. De ahí el doble aspecto de las secciones sindicales de empresa como instancias organizativas internas del sindicato y como representaciones externas a las que la Ley confiere determinadas ventajas y prerrogativas [SSTC 61/1989 (RTC 1989\61) y 84/1989 (RTC 1989\84)].


� En relación con la actividad sindical de carácter organizativo la (RTC 1996\168) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 168/1996 (Sala Primera), de 29 octubre que resuelve el Recurso de Amparo núm. 2920/1993 y en la que se señala que <<..Respecto del primer plano, la constitución de secciones, la elección o designación de representantes, portavoces o delegados y que éstos actúen en representación de los afiliados, es ejercicio de la libertad interna de autoorganización del sindicato y, en cuanto tal, la LOLS no lo prohíbe a ningún sindicato ni a ninguna sección sindical y no puede ser impedido ni coartado (SSTC 61/1989, 84/1989, 173/1992 [RTC 1992\173] y 292/1993). Forma parte del contenido esencial de la libertad sindical y de esta forma el sindicato puede estar presente en los lugares de trabajo y realizar allí sus funciones representativas (STC 173/1992) y ejercer aquellas actividades que permitan la defensa y protección de los propios trabajadores (STC 292/1993). El hecho de que determinadas secciones sindicales no puedan contar por imperativo legal con un delegado de los previstos en el Art. 10 de la LOLS no impide en modo alguno el ejercicio de los derechos del Art. 8.1 de la LOLS por sus respectivos titulares (STC 173/1992)...>>


� Su primer convenio se produce el 6 de marzo de 1990.





� Junta General constitutiva de la ACP: 30 de diciembre de 1977





� Desde una perspectiva teórica esta circunstancia no puede considerarse peyorativa ni minusvaloradora de la acción sindical. Es más un dato sociológico que jurídico en términos de consecuencias de la opción de ejercicio de la actividad sindical en cuestión. 





La jurisprudencia ha mantenido un criterio ciertamente informal en la configuración de la acción sindical en la empresa al recordar como hace la RTC 1999\201 Sentencia Tribunal Constitucional núm. 201/1999 (Sala Segunda), de 8 noviembre, Recurso de Amparo núm. 3775/1995.<<...Es irrelevante que no se participara a la empresa que el recurrente desempeñaba las funciones de delegado sindical, como parecería desprenderse de los hechos probados, porque tal comunicación sólo es necesaria para que alcancen efectividad los derechos y garantías previstos en el Art. 10.3 LOLS (para el delegado sindical-LOLS, si se prefiere). En la STC 292/1993 dijimos que «la elección de delegado sindical debe notificarse al empresario cuyo conocimiento es necesario para que alcancen efectividad los derechos y garantías que corresponden a aquél». Pero ya entonces enlazábamos esa comunicación con las garantías y derechos reconocidos en el Art. 10.3 LOLS. En ese caso, obviamente, es preciso que su nombramiento sea conocido por el empresario, el cual, a partir de él, podrá desarrollar una actividad encaminada a comprobar el cumplimiento en la elección de los presupuestos legalmente exigibles...>>.





� A partir de ahí la articulación puede ser diferente ya que mientras que mientras algunas asociaciones utilizan a los capitanes de los equipos otras se articulan por medio de representantes en la propia Junta Directiva o, simplemente, mediante la utilización de delegados designados por la propia Asociación.


� El contenido del derecho a la libertad sindical puede analizarse desde la (RTC 1992\30) Sentencia Tribunal Constitucional núm. 30/1992 (Sala Primera), de 18 marzo en la resolución del Recurso de Amparo núm. 1764/1988 en la que se señala que  <<...El Tribunal Constitucional tiene establecido en Sentencias 70/1982, de 29 noviembre (RTC 1982\70) y 210/1994, de 11 julio (RTC 1994\210), que: «El derecho constitucional a la libertad sindical comprende no sólo el derecho de los individuos a formar sindicatos y a afiliarse a los de su elección, sino asimismo el derecho a que los sindicatos fundados -y aquellos a los que la afiliación se haya hecho- realicen las funciones que de ellos es dable esperar, de acuerdo con el carácter democrático del Estado y con las coordenadas que a esta institución hay que reconocer, a las que se puede sin dificultad denominar "contenido esencial" de tal derecho. Por ello hay que entender que el derecho que reconoce el artículo 28 de la Constitución Española es el derecho a que las organizaciones sindicales libremente creadas desempeñen el papel y las funciones que a los sindicatos de trabajadores reconoce el artículo 7 de la Constitución, de manera que participen en la defensa y protección de los intereses de los trabajadores. De ahí se desprende que su función no es únicamente la de representar a sus miembros a través de los esquemas del apoderamiento y de la representación del Derecho privado. Cuando la Constitución y la Ley les inviste con la función de defender los intereses de los trabajadores les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aun perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores "ut singulus" sean de necesario ejercicio colectivo».





� Sobre la distribución de subvenciones la RJ 2001\2129 Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª), de 19 febrero 2001 Recurso de Casación núm. 5298/1995 <<...La especial importancia que tiene la representación institucional de los Sindicatos justifica que, establecida una subvención, su participación en ésta puede ser criterio atendible en una política de subvenciones, en la que es lógico que se subvencione a quien soporta la carga derivada de tal participación, y que no se haga lo mismo con los que se hallan en caso contrario La objetividad y razonabilidad del criterio elegido lo avala la misma STC 20/1985, cuando en su fundamento jurídico tercero, párrafo final, en modo disyuntivo alude a «cualquier criterio que tome en consideración la proporcionalidad de los resultados de las elecciones o los costes que pueda suponerles la participación en el ejercicio de funciones públicas o cualquier otro extremo que se justifique como no discriminatorio» (Cfr. SSTS 9 de diciembre de 1992 [RJ 1992\10141] y de 30 de septiembre de 1993 [RJ 1993\6565]). Y debe advertirse que el motivo de casación no afronta tanto el importe de las partidas, como la propia existencia de ambas subvenciones diferenciadas.


� Respecto de las subvenciones para la participación en los planes de formación continúa debe tenerse presente la (RTC 2003\230), Sentencia Tribunal Constitucional núm. 230/2003 (Pleno), de 18 diciembre, Conflicto positivo de competencia núm. 5471/2003 «En lo relativo a la entrega a los interlocutores sociales de las subvenciones destinadas a financiar las acciones de formación continua, es necesario tener en cuenta la reiterada doctrina de este Tribunal que ha recaído en relación con las subvenciones de muy diversa naturaleza que se enderezan a la puesta en práctica de políticas concretas, doctrina que ha sido objeto de recapitulación en la STC 13/1992, de 6 de febrero (RTC 1992\13)» (STC 95/2002, F. 18).


� Nogueira Guastavino. M.  Sindicato y negociación colectiva franja. Valencia. 2001. Pág. 85                                                                





� En los años noventa se realizó un examen de la afiliación de trabajadores a la seguridad social dentro de los clubes de fútbol de primera división. Los resultados fueron objeto de una fuerte polémica porque la afiliación era muy baja y, en muchos casos no duplicaba siquiera la que correspondía a los deportistas. Los análisis posteriores demostraron que esto respondía a muchas causas: subcontratación de los estadios, fuerte inestabilidad laboral del personal muy vinculado a labores puntuales en el ámbito de los encuentros concretos, utilización conjunta de estadios, etc... En todo caso, los datos eran realmente significativos.


� La redacción inicial de este Real Decreto fue objeto algunas modificaciones con la publicación del RD 1252/1999, de 16 de julio. Anteriormente había sido modificado, a su vez, por el (RCL 1996\851) Real Decreto 253/1996, de 16 febrero (BOE 7 marzo 1996, núm. 58/1996) y por  el (RCL 1995\2596) Real Decreto 1325/1995, de 28 julio.





�  Esta redacción procede del Real Decreto 1252/1999, de 16 de julio y contiene un régimen adicional para los supuestos de no acuerdo que se analiza, con carácter general, en la disposición Adicional 2ª del citado Real Decreto.


� De estos, la ASOBAL es una entidad inscrita en el Registro de Asociaciones Deportivas del CSD en virtud de una consideración transitoria de aplicación de la normativa reguladora de la misma antes de la actual que la configura como una entidad deportiva.





� Recuérdese que el artículo 82 del Estatuto de los Trabajadores indica que “...los convenios colectivos, como resultado de la negociación desarrollada por los representantes de los trabajadores y de los empresarios, constituye la expresión del acuerdo libremente adoptado por ellos en virtud de su autonomía colectiva.





� La opción a la que anteriormente nos hemos apuntado de entender que no estos sindicatos no son franja excluye, a su vez que ahora podamos entender que se trata de convenios colectivos franja.                                             


� RCL 1995\3262, Resolución de 13 noviembre 1995 de la Dirección General de Trabajo, (BOE 4 diciembre 1995, núm. 289/1995, daba publicidad al convenio para la actividad de fútbol profesional. La (RCL 1992\2046) Resolución de 12 agosto 1992 de la Dirección General de Trabajo (�BOE 22 septiembre 1992, núm. 228/1992  daba publicidad al Convenio del para la actividad profesional del Fútbol. La (RCL 1989\1727) Resolución de 5 julio 1989, de la Dirección General de Trabajo (BOE 31 julio 1989, núm. 181/1989 ) hacía lo propio con el convenio para la actividad profesional  del fútbol.  La (RCL 1987\1940) Resolución de 28 julio 1987 de la Dirección General de Trabajo (BOE 18 agosto 1987, núm. 197/1987  que ordena la inscripción del convenio colectivo para la actividad profesional del fútbol.


Esta regulación se completa con la (RCL 1989\2460) Resolución de 24 octubre 1989, de la Dirección General de Trabajo, (BOE 14 noviembre 1989, núm. 273/1989) que da publicidad al  Convenio colectivo para la actividad del profesional del fútbol en la categoría de segunda división «B». En la web del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a 10 de octubre de 2004, dicho Convenio Colectivo aparece como en vigor.





�  Anteriormente la (RCL 1994\2073) Resolución de 30 junio 1994 de la Dirección General de Trabajo (BOE 20 julio 1994, núm. 172/1994) por el que se ordena la inscripción del Convenio colectivo para la actividad profesional del Ciclismo. Asimismo, la (RCL 1992\330) Resolución de 21 enero 1992 de la Dirección General de Trabajo (�BOE 11 febrero 1992, núm. 36/1992) ordena la inscripción del convenio colectivo para la actividad profesional del ciclismo. Asimismo  la (RCL 1998\406) Resolución de 27 enero 1998. de la Dirección General de Trabajo (�BOE 14 febrero 1998, núm. 39/1998) que ordena la inscripción del convenio para la actividad profesional del ciclismo). 





� Esta concepción obligacional puede encontrarse en Rodríguez Piñeiro.M.  La negociación colectiva como derecho de libertad y como garantía institucional. Relaciones Laborales I. . Madrid. 1992 Pág. 49-52


� Alarcón Caracuel.M.Pág. 61.


� Alarcón Caracuel. M..... Pág. 53


� Esta regulación se completa con las siguientes peculiaridades contenidas en el propio artículo 87 del ET cuando señala que <<...Estarán legitimados para negociar:


1. En los convenios de empresa o ámbito inferior: el comité de empresa, delegados de personal, en su caso, o las representaciones sindicales si las hubiere.


En los convenios que afecten a la totalidad de los trabajadores de la empresa será necesario que tales representaciones sindicales, en su conjunto, sumen la mayoría de los miembros del comité. En los demás convenios será necesario que los trabajadores incluidos en su ámbito hubiesen adoptado un acuerdo expreso, con los requisitos del artículo 80 de esta Ley, de designación, a efectos de negociación, de las representaciones sindicales con implantación en tal ámbito.


En todos los casos será necesario que ambas partes se reconozcan como interlocutores.


2. En los convenios de ámbito superior a los anteriores:


a) Los sindicatos que tengan la consideración de más representativos a nivel estatal, así como, en sus respectivos ámbitos, los entes sindicales afiliados, federados o confederados a los mismos.


b) Los sindicatos que tengan la consideración de más representativos a nivel de Comunidad Autónoma respecto de los convenios que no trasciendan de dicho ámbito territorial, así como, y en sus respectivos ámbitos, los entes sindicales afiliados, federados o confederados a los mismos.


c) Los sindicatos que cuenten con un mínimo del 10 por 100 de los miembros de los comités de empresa o delegados de personal en el ámbito geográfico y funcional al que se refiera el convenio.


3. En los convenios a que se hace referencia en el número anterior, las asociaciones empresariales que en el ámbito geográfico y funcional del convenio cuenten con el 10 por 100 de los empresarios, en el sentido del artículo 1.2 de esta Ley, y siempre que éstas den ocupación a igual porcentaje de los trabajadores afectados.


4. Asimismo estarán legitimados en los convenios de ámbito estatal: los sindicatos de Comunidad Autónoma que tengan la consideración de más representativos conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 7 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical (RCL 1985, 1980) y las asociaciones empresariales de la Comunidad Autónoma que reúnan los requisitos señalados en la disposición adicional sexta de esta Ley.


5. Todo sindicato, federación o confederación sindical, y toda asociación empresarial que reúna el requisito de legitimación, tendrá derecho a formar parte de la comisión negociadora.


3. En los convenios a que se hace referencia en el número anterior, las asociaciones empresariales que en el ámbito geográfico y funcional del convenio cuenten con el 10 por 100 de los empresarios, en el sentido del artículo 1.2 de esta Ley, y siempre que éstas den ocupación a igual porcentaje de los trabajadores afectados. 


4. Asimismo estarán legitimados en los convenios de ámbito estatal: los sindicatos de Comunidad Autónoma que tengan la consideración de más representativos conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 7 de la � HYPERLINK "http://www.vlex.com/es/ppv/generic/dispatch.asp?vid=1.126989.3" �Ley Orgánica de Libertad Sindical� y las asociaciones empresariales de la Comunidad Autónoma que reúnan los requisitos señalados en la disposición adicional sexta de esta Ley. 


5. Todo sindicato, federación o confederación sindical, y toda asociación empresarial que reúna el requisito de legitimación, tendrá derecho a formar parte de la comisión negociadora...>>


 





�  En relación con la admisibilidad de esta figura señala al (AS 2003\2897) Sentencia Audiencia Nacional núm. 35/2003 (Sala de lo Social, Sección Única), de 25 abril en los Procedimientos núms. 27/2003 y 47/2003 (acum.) que <<...Que conforme a la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de noviembre de 1998 (RJ 1998\10047), con las citas en el mismo sentido que contiene, los llamados convenios extraestatutarios, entendiendo por tales los que no han sido negociados y concluidos de acuerdo con las reglas del Título III del Estatuto de los Trabajadores (RCL 1995\997), han sido la consecuencia inmediata del estadísticamente frecuente fracaso de las negociaciones colectivas estatutarias, de modo que fue la realidad social, la que obligó a desterrar la aplicación del Art. 6.3 del Código Civil (LEG 1889\27), y reconocer explícitamente esta manifestación de la negociación colectiva que estaba implícita en el texto del Estatuto de los Trabajadores, al referirse en el Art. 82.3, a los convenios colectivos regulados por esta Ley..., expresión que supone reconocer la existencia de convenios colectivos no regulados en el Estatuto.





� La doctrina de los Tribunales del orden social ha precisado aun más esta cuestión cuando ha indicado  en la Sentencia Tribunal Superior de Justicia Navarra (Sala de lo Social), de 1 junio 1992 (AS 1992\3000) la siguiente doctrina <<...Lo dispuesto en el Art. 37.1 de la Constitución Española en relación con los Art. 7 y 28 de la Constitución Española, permite afirmar que la normativa laboral ampara la eficacia de los denominados pactos colectivos o convenios impropios, que careciendo de eficacia normativa, se imponen como pactos contractuales a las partes intervinientes en una negociación colectiva. La eficacia de los convenios colectivos impropios exige al menos dos requisitos: primero, no tratarse de materia reservada por Ley a la negociación colectiva (pues el convenio colectivo es algo más que una mera regla formal de negociación) y segundo que los sujetos obligados estén directamente representados en la negociación.


El convenio colectivo impropio es una lex inter partes (art. 1091 del Código Civil) de suerte que a los terceros no intervinientes no puede ni perjudicarles ni beneficiarles por tratarse de una res inter allios acta, aunque se trata de empresas o trabajadores del ámbito del actividad de la negociación.


Sólo son parte de la negociación impropia, por definición, quienes hayan participado en la misma o hayan otorgado un poder representativo (Art. 1259 CC) a los negociadores 


� Alarcón..-ob. Cit.Pág. 73.





� Ob. Cit. Pág. 65


�  La sentencia del (RJ 2000\3963) Tribunal Supremo (Sala de lo Social), de 17 abril 2000, en el recurso de Casación núm. 1833/1999 establece en relación con el efecto normativo y la integración en la escala de fuentes que <<...Es doctrina de esta Sala (sentencia de 25 de enero de 1999 [RJ 1999\896]) que la ultra actividad de los convenios colectivos, establecida en el artículo 86.3 del Estatuto de los Trabajadores, respecto de las cláusulas normativas de un convenio ya vencido, sólo es predicable respecto de los que hayan sido negociados y concluidos con los requisitos y trámites establecidos en el título III del propio cuerpo legal. Los convenios extraestatutarios, como había dicho Sala en sentencia de 14 de diciembre de 1996 (RJ 1996\9462), tiene naturaleza contractual y su fuerza de obligar encuentra fundamento en los artículo 1091 y 1254 del Código Civil, quedando su eficacia limitada a las partes que lo suscribieron y en los términos en ella establecidos, pues estos pactos carecen de valor normativo (sentencia de 17 de octubre de 1994 [RJ 1994\8052]), teniéndolo sólo convencional, y no integrándose en el sistema de fuentes de derecho laboral previsto en el artículo 3.1 del Estatuto de los Trabajadores, regulándose por la normativa general del derecho común en el campo de las obligaciones.





�  A estos efectos nos sirve  la delimitación que efectúa la (AS 1993\4385)  Sentencia Tribunal Superior de Justicia núm. 704/1993 Aragón (Sala de lo Social), de 18 octubre, Recurso de Suplicación núm. 723/1993 cuando señala que <<...de conformidad con el mencionado art. 87.1 del referido Estatuto, se encuentran las formadas por una colectividad o grupo específico de trabajadores caracterizados por pertenecer a una categoría (o grupo) profesional concreto, denominándose convenio de franja al celebrado para este tipo de unidad de contratación y, si bien es cierto que el TCT en SS. 20 abril y 5 octubre 1983 (RTCT 1983\3766 y RTCT 1983\9061), 18 mayo y 15 octubre 1984 (RTCT 1984\4883 y RTCT 1984\8285), 18 enero, 27 mayo y 19 junio 1985 (RTCT 1985\634, RTCT 1985\3641 y RTCT 1985\4380) y el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en S. 15-9-1992 (AS 1992\4354) han admitido que las asociaciones sindicales del tipo de la promotora del presente conflicto tienen legitimación para negociar un convenio colectivo de la clase aludida, no lo es menos que tanto la doctrina científica, sea autorizada, como la reflejada en las meritadas resoluciones, exige, como requisito inexcusable, que el sindicato que pretenda negociar tenga afiliados a la mayoría de los trabajadores de la franja...>>


� En el momento presente tienen tal consideración: la liga de fútbol profesional que organiza las competiciones de 1ª y 2ª División y la liga y la copa de Rey de Baloncesto.


� El apartado 1º del citado RD establece la composición de la Comisión Mixta para la modalidad deportiva del fútbol. El apartado 2º hace lo propio, con las adaptaciones terminológicas que proceden, para la modalidad de baloncesto. Este apartado concluye con un precepto interpretativo de carácter general cuando señala que “ de forma análoga se constituirán Comisiones Mixtas para aquellas competiciones que en (el) futuro se declaren profesionales”.





� A este tipo de relación nos hemos referido ya en otro trabajo al que resulta obligado referirse en este momento. Nos referimos al Régimen Jurídico del Deportista. Barcelona. 2001.


� Si como se viene indicando el criterio es el de que la alusión de deportes profesionales tiene una referencia legal ineludible habría que convenir que el precepto se refiere, en la actualidad, a la AFE y a la ABP que son las dos únicas que reúnen tal condición en España porque el ciclismo agrupa ciclistas profesionales intuitu persona pero no tiene una competición profesional española.


� Aunque formalmente esto no ha ocurrido es lo cierto que el apartado 2 del artículo 3º contenía una previsión de futuro conforme a la cual “ cuando se califique una competición como de carácter profesional y ámbito estatal, se podrán integrar en la Comisión, previo acuerdo del presidente de la misma y con un representante cada uno, las Federaciones deportivas españolas, las ligas profesionales y Asociaciones correspondientes a la nueva competición...>>. Como se ha indicado desde el reconocimiento inicial del fútbol y del baloncesto no se ha producido el reconocimiento de ninguna competición que reúna esta condición.


� La primigenia se contenía en el Real Decreto 48/1992, de 24 de enero que fue derogado por el que ahora se cita.





� En la regulación anterior las Asociaciones Profesionales de deportistas no tenían un reconocimiento explícito pero debe destacarse que la AFE, en la persona de su presidente D. Gerardo González Movilla, fue nombrado desde el principio por el cupo de personas de reconocido prestigio en el ámbito del deporte.


� Font i Llovet. T Algunas funciones de la idea de participación. REDA. Núm.  45. Madrid, Enero.Marzo. 1985





� Sánchez Morón.M.  Revista de Administración Pública Núm. 89. Mayo – Agosto. Madrid.  1979. Pág. 174.


En el mismo artículo indica que existe un precedente del citado artículo constitucional previsto en la constitución Italiana. Señala sobre este punto que <<... El origen de este precepto es, sin duda alguna, el artículo 3.°, apartado 2, de la Constitución italiana de 1947, que prescribe a su vez la obligación de la República de remover los obstáculos que limitan de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos para conseguir el pleno desarrollo de la persona humana y la participación de los trabajadores en la organización política, económica y social del país. En nuestro proceso constituyente, este texto se recoge en primer lugar en los trabajos preparatorios del grupo socialista, coincidiendo así con la matriz, igualmente socialista, del precepto italiano, cuyo autor, Lelio Basso, definió el concepto de participación como «el único concepto nuevo que se ha afirmado como fundamento de la República...>> Ob. Cit. Pág. 175...»





� Muñoz Machado. S Las Concepciones del Derecho Administrativo y la Idea de participación en la Administración. Revista de Administración Pública. Núm. 74. Septiembre- diciembre. Madrid. 1977. Pág. 528
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